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PRESENTACIÓN

L
a pandemia mundial por covid-19 sacudió la vida de nuestros pueblos, evidenció lo asimé-

trico del desarrollo entre el norte y el sur global, y acrecentó las brechas de desigualdad 

golpeando especialmente a las mujeres. 

La Conferencia Interamericana de Seguridad Social trabaja en una serie de cuadernos de inves-

tigación, análisis y estudio sobre la respuesta de los Estados del continente frente a la pandemia. 

Tomando en cuenta que la prioridad de la transversalización de políticas de género en un sistema 

que debe reconstruirse de manera integral e íntegro, es que decidimos ir más allá, y sistematizar en 

esta publicación, las experiencias mismas de mujeres lideresas de varios países de nuestra región, 

que no solo enfrentaron desde el servicio público el reto pandemia y post pandemia, sino también 

la experiencia aterrizada en las calles, barrios, plazas, organizaciones sociales; así como, la inicia-

tiva popular y la exigencia de cumplimiento de derechos humanos y políticas públicas integrales 

de seguridad social. 

Ponemos en su consideración, este compilado de artículos producidos por mujeres, actoras 

sociales y políticas, desde el inicio de la pandemia en abril 2020 hasta finales de este año 2021, 

respetando por demás las posturas personales que cada una de ellas imprimió en sus respec-

tivos textos. 

Esperamos que disfruten esta lectura y que sintamos cada texto como una experiencia de apren-

dizajes, lecciones y retos que tenemos como sociedad para lograr un sistema de inclusión y no 

discriminación, ponemos en sus manos el cuaderno: Mujeres y covid-19, una apuesta a la trans-

versalización de políticas de género continental. 

Álvaro Velarca Hernández
Secretario General ciss



A quién debo temer más:  
A mi marido o al Coronavirus?
La violencia machista en tiempos  
de cuarentena

María Bolivia Rothe | Colaboradora mab
Abril, 2020

Las opiniones aquí vertidas son responsabilidad de la autora,
y no corresponden a una posición oficial de la CISS.



“

M
undialmente, las mujeres siempre 

han soportado sobre sus espaldas el 

peso de todas las situaciones extre-

mas. En tiempos de coronavirus, esto se com-

plica mucho más; Bolivia tiene una población 

económicamente activa, de la cual, aproxima-

damente el 50% está incluida en el sector infor-

mal. Y esta informalidad pesa en gran medida 

sobre los hombros de las mujeres, que ade-

más, son jefas de hogar.

El aislamiento social obligatorio, al restringir 

la circulación de las personas, impide a las 

mujeres movilizarse y ganar el pan cotidiano 

para ellas y para sus familias. Esto produce 

un círculo vicioso porque si la mujer no tra-

baja, la familia no come. Mujeres solas con 

hijos que cuidar, trabajadoras informales y 

jefas de hogar que no pueden salir a la calle 

a trabajar: Es esta la ecuación perfecta para 

reeditar la pobreza, en un país donde 14 años 

de proceso de cambio lograron revertirla. Sin 

duda alguna, llega esta pandemia en muy mal 

momento. Desgobierno e ilegitimidad, son los 

signos característicos.

Y en este contexto nada favorable, la presi-

denta golpista y todo su gabinete, nunca ima-

ginaron que iban a lidiar con este enemigo 

invisible y, claramente, no están preparados, 

porque llegaron al Gobierno de manera for-

tuita, sin programar, sin bases, sin estructu-

ra. El Gobierno boliviano es, hoy en día, una 

mezcla de mal gusto de intereses que juegan 

todos para su propio proyecto, cada cual por 

su lado, con absoluta ausencia de visión de 

país a largo plazo.

La pandemia enfrenta a Añez y a todo su ga-

binete con la urgencia de poner atención en 

Las mujeres están soportando 
varias cargas simultáneas en 
esta pandemia. Son la cara más 
desgarradora; basta mirar el video 
de una joven embarazada que 
suplica al gobierno para que la deje 
llegar hasta su hogar en La Paz,  
en lugar de mantenerla en 
el insalubre e improvisado 
campamento de Pisiga.

Muchas están obligadas por la 
cuarentena a mantenerse en casa 
con su agresor, temiendo por su 
vida. Literalmente, duermen hoy 
junto a su peor enemigo.

8 
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uno de los eslabones más débiles de la cade-

na, como son las mujeres, porque así como se 

preparan planes de contención epidemioló-

gica, un Gobierno presidido por una mujer ya 

debió haber implementado una política clara 

que apoye a las mujeres, víctimas cotidianas 

del abuso físico y psicológico.

Según el Registro de Feminicidios del Obser-

vatorio Nacional MuMaLa “Mujeres, Disiden-

cias, Derechos” en Argentina, el 62% de los 

casos de feminicidio de los últimos 10 años 

en ese país, fue cometido en la casa de las 

propias víctimas o en la que comparten con 

el agresor. El dato no es menor y la preocupa-

ción va en aumento frente a la realidad poco 

visibilizada de los sectores populares. En Bo-

livia, en lo que va del año, se han registrado ya 

21 feminicidios, tres de los cuales ocurrieron 

durante la cuarentena.

Lo cierto es que para la mujeres en Bolivia, la 

cuarentena es un peligro con varias aristas 

—que van más allá de la amenaza de contraer 

el covid-19— desde estar en cuarentena con 

un agresor, hasta perder el sustento económi-

co por trabajar en la informalidad.

Definitivamente, las consecuencias de la pan-

demia se agolpan contra las mujeres, para las 

que el hogar no siempre es un lugar seguro 

y de descanso, sino a veces, desafortunada-

mente, el lugar más riesgoso para su vida y 

su salud.
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En este contexto, las redes de contención 

emocional deben ir de la mano con las que 

contienen la pandemia. En un país donde la 

violencia contra las mujeres tiene muchas 

caras pero los mismos agresores, es impor-

tante reconocer nuestra precariedad actual a 

la hora de enfrentar estas situaciones. Espe-

cialmente en estas circunstancias, cuando las 

mujeres bolivianas están gobernadas por otra 

mujer, cuyo fundamentalismo religioso y po-

lítico, fomenta la imagen de la mujer abnega-

da, madre y esposa, en una clara emulación 

del ideal mariano de la teología judeocris-

tiana, ignorando todas las demás familias e 

ideologías existentes y reforzando la violencia 

machista de la peor y más perversa manera.

Debemos quedarnos en casa, es la medi-

da más eficiente para enfrentar al covid-19, 

pero teniendo a la mano alternativas que 

den respuesta a esta lacerante y cotidiana 

problemática, sin minimizarla. Mujeres que 

cuidan a mujeres, podría ser la idea. Enten-

diendo a Añez como primera cuidadora-ser-

vidora pública.

En este contexto de tanto riesgo sanitario pero 

también personal contra las mujeres, lo menos 

que podemos esperar, es que el Gobierno se 

olvide del fundamentalismo religioso e inclu-

ya la perspectiva de género en los procesos 

de planificación y toma de decisiones duran-

te la pandemia. Deben estar preparados para 

prestar apoyo esencial a las supervivientes de 

la violencia basada en el género. Ellas no solo 

van a necesitar servicios de salud, sino accio-

nes concretas que le demuestren que su vida 

es importante para el Estado.
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M
aría Bolivia Rothe, médica salu-

brista epidemióloga, militante del 

maa-ipsp. Hasta el día del golpe, se 

desempeñaba como directora de promoción 

de la salud del Ministerio de Salud de Bolivia.

Más de treinta años de experiencia en diseño 

de políticas de salud con enfoque de género. 

Hoy en día refugiada en Argentina, colabora 

con la Secretaría de Salud del Ministerio de 

Salud de la Nación Argentina en el área de 

hospitales y calidad de atención frente a la 

pandemia por el covid-19.

Sobre María Bolivia Rothe

@mabolivia



Situación de las mujeres en Colombia 
durante el covid–19
María José Pizarro | Colaboradora mab
Abril, 2020

Las opiniones aquí vertidas son responsabilidad de la autora,
y no corresponden a una posición oficial de la CISS.



“
L

as mujeres estamos sufriendo de mane-

ra diferenciada y drámatica los impactos 

que ha dejado el covid-19, que eviden-

cian y acentúan las desigualdades de género. 

Vivimos, como en todo el continente, un au-

mento de las violencias hacia las mujeres y 

una  sobrecarga de las labores de cuidado. En 

nuestro país, las mujeres dedicamos el doble 

del tiempo al trabajo doméstico y de cuidado 

no remunerado que los hombres. Estas tareas 

recaen mayoritariamente sobre nosotras, pues 

históricamente somos quienes hemos tenido 

la responsabilidad de atender a familiares en-

fermos, personas mayores, dependientes, ni-

ños y niñas y en el marco de un país en guerra 

hace más de cinco decadas hemos vivido y so-

brevivido a la violencia, al tiempo que sacamos 

adelante a nuestras comunidades. 

Esta carga se ha incrementado en el último 

mes nos hemos visto en la necesidad de 

multiplicar el trabajo de cuidado debido al 

cierre de jardines, colegios y universidades, 

también debido al confinamiento obligatorio 

de los adultos mayores y derivado del aisla-

miento preventivo declarado por el Gobierno 

nacional. Somos profesoras, encargadas de 

la limpieza del hogar, trabajadoras, mientras 

apoyamos la contención emocional de los 

demás miembros de nuestras familias ante la 

incertidumbre generada por la pandemia. 

En nuestro país se ha presentado un aumen-

to drástico de las mujeres que somos cabeza 

En Colombia, de acuerdo al 
último censo poblacional del año 

2018, el 51,2 % de la población 
corresponde a mujeres del universo 
de 48,258,494 del total de personas. 

Es decir, por cada 100 hombres 
hay 104.7 mujeres en el territorio 

colombiano, siendo jefes de los 
hogares en un 40.7%.

13 
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de familia, 4 de cada 10 familias viven en la 

incertidumbre a causa de una pandemia que 

agrava la situación economica que esta a car-

go exclusiva de las mujeres. Las mujeres son 

las primeras en perder sus empleos precisa-

mente debido a la responsabilidad exclusiva 

del cuidado de sus hogares. 

Por otro lado se ha visto un incremento en 

las discusiones al interior de las familias y por 

ende, el número de casos sobre violencia in-

trafamiliar y violencia dirigida hacia las muje-

res. Sobre este último aspecto, el panorama 

no es muy alentador dado que las mujeres, 

en algunos casos se encuentran aisladas en 

sus casas junto con sus abusadores, presen-

tándose así un alto nivel de riesgo para las 

mujeres, niñas y niños. Como consecuencia, 

la Fiscalía General de la Nación (2020) repor-

tó que entre el 20 de marzo y el 4 de abril 

se cometieron 12 feminicidios y se recibieron 

más de 578 llamadas por violencia basada 

en género. Para el 7 de abril las llamadas a 

la línea de denuncias habían aumentado en 

un 103% solo en la ciudad de Bogotá, la Lí-

nea 155 creada por la Consejería Presidencial 

para la Equidad de la Mujer con el propósito 

de orientar a mujeres víctimas de violencia, 

ha recibido un 91% más de llamadas para de-

nunciar este delito, con respecto a esta mis-

ma época en el 2019.

Esto sin contar con el aumento absoluta-

mente preocupante de las denuncias de 

violencia física, sexual y/o psicológica con-

tra niños, niñas y adolescentes. Entre el 12 
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de marzo al 1 de abril, se han recibido 8,939 

denuncias lo que significa en promedio 426 

denuncias diarias. 

Medidas como la cuarentena y el aislamiento 

social, así como las consecuencias sociales 

y económicas de la pandemia, tendrán un 

efecto negativo sobre el acceso a la salud 

sexual y reproductiva de todas las personas, 

especialmente de las más vulnerables. Servi-

cios como la atención a las mujeres gestan-

tes, el acceso a métodos de anticoncepción, 

servicios de prevención y tratamiento de in-

fecciones de transmisión sexual, la atención 

a sobrevivientes de violencia sexual y la inte-

rrupción voluntaria del embarazo (en cumpli-

miento de la Sentencia C-355 de 2006) hacen 

parte de los servicios mínimos que no pue-

den ser suspendidos en momentos de crisis 

o emergencia. 

Tristemente, en el marco de las medidas 

adoptadas por el Gobierno nacional se evi-

dencia una ausencia del enfoque de género. 

M
aría José Pizarro nació en Bogotá 

en 1978 y es hoy Representante a la 

Cámara por Bogotá, integrante de 

la Comisión Sexta Constitucional, Segunda 

Vicepresidenta de la Cámara de Represen-

tantes y Copresidenta de la Comisión de Paz.

Lideresa política, activista por las víctimas, la 

paz y la memoria. Ha dedicado su trabajo y 

esfuerzo a recuperar la memoria viva de Co-

lombia y en particular la historia de su padre, 

Carlos Pizarro, máximo comandante del Mo-

vimiento 19 de Abril (M-19) y candidato presi-

dencial asesinado tras firmar la paz en 1990.

Sobre María José Pizarro

@PizarroMariaJo
@PizarroMariaJo
@PizarroMariajo



Las mujeres y la triple pandemia:  
covid, capitalismo y patriarcado
Karol Cariola | Diputada de Chile
Mayo, 2020

Las opiniones aquí vertidas son responsabilidad de la autora,
y no corresponden a una posición oficial de la CISS.



“

E
l virus devela para quienes no lo habían 

visto o acentúa, aspectos de nuestra vi-

das, asimetrías y desigualdades que ya 

estaban presentes en los marcos del capita-

lismo global y neoliberal —no menos pandé-

mico que el virus— de las últimas décadas.1 

Es en este contexto en que hoy nos toca a 

las mujeres chilenas enfrentar las condicio-

nes de la pandemia. En el marco de un esce-

nario agudizado por la crisis del orden neoli-

beral, el modelo en crisis no puede dejar de 

mostrar sus contradicciones2 golpeando a 

las mujeres con menores salarios, mayores 

horas dedicadas al trabajo no remunerado, a 

los cuidados y otras labores domésticas, pero 

ahora en un contexto de crisis, de pérdida de 

1  Para el caso chileno, el modelo neoliberal lleva más de cuarenta años construyendo un paisaje que recientemente ha estallado. Como es bien sabido, en Chile, nues-
tra actualidad pandémica fue antecedida por un inédito estallido social, que palabras más, palabras menos, enfrentó de manera directa a una cantidad importante 
de nuestra población con el gobierno, la institucionalidad, las élites y el orden neoliberal.

2  Sin ir más lejos, mientras escribo este artículo nos enteramos que el Ministro de Educación ha justificado la necesidad de que los niños y niñas vuelvan a clases en 
el hecho de que “no corren mayor riesgo en términos vitales” desconociendo uno de los aspectos más notorios de nuestras sociedades: los cuidados de los niños y 
niñas están a cargo principalmente en manos de mujeres y en las franjas populares de Chile, son precisamente las abuelas (población de riesgo) las que cuidan en 
mayor medida de sus nietos y nietas, mientras los padres y madres concurren al trabajo para traer el sustento al hogar. 

Sin duda que la realidad del 
covid-19 nos ha golpeados a todos 
y todas, estamos frente a una 
pandemia que ha puesto de cabeza 
a los Gobiernos en el mundo, con 
no pocos descalabros como el que 
hemos visto en ee.uu. con Donald 
Trump y en Brasil con Jair Bolsonaro. 
Sin embargo, pese a la tentación de 
pensar que “el virus no discrimina 
y que por tanto afectará a todos 
por igual”, como bien señaló Judith 
Butler, la humanidad y su realidad 
permanente se encargará de que 
esta discriminación ocurra.

17 
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fuentes laborales y muchas veces, en el caso 

de ser decretadas las “cuarentenas”, en con-

diciones de encierro y hacinamiento que han 

traído como consecuencia que “los llamados 

al 1455 que es el número de orientación que 

tiene el Ministerio de la Mujer y Equidad de 

Género registraron un aumento desde que 

se inició la cuarentena”3 o incluso en algu-

nos lugares específicos, aumentos de hasta 

un 500%, como denunció la alcaldesa de una 

comuna metropolitana4. Doblemente gol-

peadas: de manera estructural por el modelo 

y de manera íntima en nuestros hogares por 

la violencia machista.

Pero existe además otro fenómeno que aún 

no está lo suficientemente decantado en el 

marco de la pandemia, pero del cual tenemos 

antecedentes, que es el impacto que ésta ten-

drá en el pago de las pensiones alimenticias. 

3  Vease al respecto la exposición de la Ministra (s) de la Mujer y Equidad de Género ante el Senado: https://www.senado.cl/violencia-intrafamiliar-en-tiem-
pos-de-cuarentena-comision-de-la-mujer/senado/2020-04-09/140406.html 

4 Vease al respecto: https://www.biobiochile.cl/noticias/nacional/region-metropolitana/2020/04/14/reportan-aumento-de-500-en-denuncias-por-violen-
cia-intrafamiliar-durante-cuarentena-en-providencia.shtml

5 Véase al respecto: https://www.uchile.cl/noticias/112503/60-de-demandados-por-pension-alimenticia-no-paga-este-derecho
6  Ibid.

Hablamos de mujeres que deben salir ade-

lante en medio de toda esta crisis práctica-

mente solas con sus hijos e hijas. Según datos 

del 2015, “60% de demandados por pensión 

alimenticia no paga este derecho de sus hi-

jos e hijas, estando la tuición de ellos y ellas 

principalmente en manos de sus madres”5 soy 

autora de un proyecto de ley que busca po-

ner fin a esta conducta, ya que constituye una 

violencia de género en el plano económico y 

una vulneración del derecho de los niños, ni-

ñas y adolescentes. Tan solo “el año 2018 la 

Corporación de Asistencia Judicial recibió 37 

mil causas de este tipo que luego pasaron a 

los tribunales”,6 por lo que es de esperar que 

con el alto número de “contratos suspendidos 

o derechamente terminados” por parte de los 

dueños del capital del mercado laboral (em-

pleadores), el aumento de la cesantía y la sus-

pensión de pagos de salarios, las pensiones 

de alimentos impagas aumentaran.

Éste es un tema que hemos conversado y 

debatido mucho entre compañeras, colegas 

y amigas, ya que el contexto de la pandemia y  

el confinamiento al interior de los hogares 

han complejizado y afectado las condiciones 

de vida de nuestro pueblo. El hacinamiento, 

la incertidumbre, el temor, entre otras cosas, 

han generado altos grados de estrés en las 

familias chilenas, en especial en las mujeres 

Entonces somos
doblemente golpeadas:
de manera estructural 
por el modelo y de
manera íntima en
nuestros hogares por
la violencia machista.
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de la clase trabajadora. Ya que el escenario 

se ha transformado en un caldo de cultivo 

para la expresión de diversas formas de vio-

lencia de género, en algunos casos, mujeres 

que tienen pareja han tenido que convivir 

con su agresor en un mismo hogar, viviendo 

el encierro infernal y corriendo el riesgo de 

lo que un agresor de mujeres puede llegar 

a hacer cuando se cree dueño de nuestros 

cuerpos y nuestras vidas. Sin embargo, no es 

necesario tener pareja para ser víctimas del 

patriarcado, hay mujeres sin pareja, que tam-

bién se enfrentan habitualmente con diversas 

formas de violencia y que, durante esta crisis 

sanitaria y económica, se han visto agudiza-

das. Un ejemplo concreto, son aquellas que 

tienen a su cuidado hijos e hijas con pensio-

nes alimenticias impagas y adultos mayores 

empobrecidos por sus bajas pen-

siones de vejez.  Resulta evidente 

y además comprensible que, si un 

padre trabajador ha perdido el em-

pleo en medio de esta crisis global, 

sus condiciones materiales se verán 

afectadas, pero ello no trae consigo 

el hecho de que por una razón “má-

gica” las madres sí puedan resolver 

el aporte que los padres dejarán de 

hacer.

Es por esto y otras cosas que el 

sistema capitalista queda al des-

nudo, demostrando la incapacidad 

de poner en el centro el derecho 

a la vida y el bienestar de los seres huma-

nos. Salvar la economía y hacer “salvataje” a 

las grandes empresas ha sido la estrategia 

adoptada por Gobierno de derecha encabe-

zado por Sebastián Piñera. Proteger la vida 

de las mujeres y sus hijos e hijas, claramen-

te no ha sido una prioridad, tanto asi, que el 

Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, 

lleva gran parte de esta pandemia sin mi-

nistra titular. Hemos hecho un llamado a las 

autoridades nacionales a través de las orga-

Hablamos de mujeres
que deben salir adelante 

en medio de toda esta 
crisis prácticamente solas 

con sus hijos e hijas.
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nizaciones y diputadas feministas, a tomar 

todas las medidas necesarias para entregar-

le a las mujeres que habitan el territorio na-

cional, seguridad y protección. Queda claro 

que el covid-19 no es el único virus que nos 

acecha, el capitalismo y el patriarcado son 

pandemias que también ponen en riesgo 

nuestras vidas.

Ciertamente son momentos difíciles para ser 

una mujer trabajadora que se ve enfrentada 

a la necesidad de llevar el pan a la mesa en 

contextos de empleos que desaparecen y de 

vastas zonas mandatadas al confinamiento, 

de violencias que se viven puertas adentro y 

violencias que se viven puertas afuera, pero 

es de esperar, como señala la vieja filosofía 

oriental, que tras estos males vengan tam-

bién buenas nuevas. En mi caso y a mi pa-

recer, la mayor buena noticia que podemos 

recibir las mujeres y la humanidad en su con-

junto, es que luego de esta pandemia el viejo 

orden neoliberal del “sálvese quien pueda” y 

del individualismo elevado a la máxima po-

tencia, sea abandonado por la construcción 

de una nueva sociedad, colectiva y humana, 

en que las mujeres nos liberemos de los yu-

gos que hasta el día de hoy nos pesan y es-

cribamos por fin la historia de una nueva con-

dición humana y de un nuevo despliegue de 

la vida en el mundo.

Queda claro que el covid-19 
no es el único virus que nos 

acecha, el capitalismo y el 
patriarcado, son pandemias 

que también ponen en riesgo 
nuestras vidas.
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ctualmente, ya pueden percibirse los 

efectos diferenciados del virus y las 

medidas implementadas para su con-

tención. Según la Encuesta Nacional publica-

da a fines de abril por el Instituto de Estudios 

Peruanos, el 80% de los entrevistados piensa 

que la economía del país ha sido afectada a 

raíz del covid-19, y algo menos del 70% cree 

lo mismo en relación con la economía de sus 

hogares, percepción que es más pronuncia-

da entre los entrevistados de los niveles D y 

E (76%). Asimismo, al ser consultados por la 

situación laboral, un 31% de los encuestados 

manifestó haberse quedado sin empleo du-

rante la cuarentena; la mayoría de ellos perte-

necen a sectores populares. Esta situación es 

aún más dramática en los niveles D y E (casi 

60%) y entre los trabajadores independientes 

(46%). Aunque no hay datos diferenciados por 

género, también es muy probable que la ma-

yoría de las mujeres de los sectores popula-

res hayan visto afectados sus ingresos.2 

Al centrarnos en la realidad de las mujeres 

peruanas, lamentablemente ni la pandemia 

ni la cuarentena han podido detener la te-

rrible situación de violencia y desprotección 

que enfrentan: los feminicidios, las violacio-

nes y las agresiones sexuales, que ya alcan-

En Latinoamérica en general y en 
Perú en particular, la pandemia 
desatada por la enfermedad de este 
coronavirus ha puesto en evidencia 
las enormes desigualdades que 
atraviesan a la sociedad peruana. 
Pese a años consecutivos de 
crecimiento macroeconómico 
y superávit fiscal, la situación 
es crítica, como lo demuestra el 
abandono de la salud pública y 
la desprotección de millones de 
ciudadanos amenazados por el 
virus y la pobreza.1
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1 Según el Ministerio de Salud, al 3 de mayo, la cifra de contagiados por coro-
navirus en el país es de 45,928, lo que la sitúa entre las más altas de Sudamé-
rica, mientras los fallecidos suman ya 1,286 personas. Disponible en https://
covid19.minsa.gob.pe/ 

2  Véase https://iep.org.pe/noticias/encuesta-de-opinion-abril-2020/
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zaban cifras alarmantes antes de la declara-

toria de emergencia, dada el pasado 16 de 

marzo. Según lo manifestado por la ministra 

de la Mujer de Perú, Gloria Montenegro, has-

ta el 25 de abril se contabilizaron en el país 

siete feminicidios, todos ocurridos en el mar-

co de las medidas de aislamiento social, dic-

tados y cometidos por personas del entorno, 

parejas o exparejas. Asimismo, el Ministerio 

de la Mujer ha señalado que la violencia se-

xual contra niñas y adolescentes tampoco 

se ha detenido durante la emergencia,3 pues 

desde el inicio de la cuarentena se han regis-

trado 87 violaciones sexuales, de las cuales 

56 han sido contra niñas. Esto revela una si-

tuación ya conocida y denunciada: el hogar 

no es el espacio más seguro para las mujeres 

pues, según la misma fuente, las agresiones 

sexuales contra mujeres son cometidas de 

un 50% a un 60% de los casos por miembros 

del entorno familiar o íntimo de la víctima. En 

un contexto de crisis económica como el que 

ya se vive, la vida y la integridad de las mu-

jeres corre más riesgo, por lo que es indis-

pensable una respuesta mucho más efectiva 

desde el Estado. 

Por otro lado, la cuarentena ha significado 

para las mujeres un aumento en la carga de 

trabajo en el hogar de por sí ya considerable-

mente abrumadora. A las habituales labores 

de cuidado que las mujeres deben asumir, en 

muchos hogares se suma el teletrabajo y la 

organización de una inédita cotidianidad. Esto 

incluye, por ejemplo, el acompañamiento a 

las clases escolares suspendidas presencial-

mente a nivel nacional, pues mayoritariamen-

te son las mujeres quienes tienen que guiar 

a las niñas y los niños en las clases virtuales 

o televisadas que se intentan impartir. En la 

práctica, esto supone una triple o cuádruple 

jornada laboral que configura un escenario 

de sobreexplotación con las consecuentes 

afectaciones a la salud física y mental y las 

3 Véase https://www.telesurtv.net/news/peru-reporta-siete-feminicidios-durante-cuarentena-- 20200429-0008.html
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limitaciones al desarrollo personal, político o 

profesional. A la fecha no se ha dado ninguna 

medida especial que atienda esta realidad, 

dado que los bonos o las ayudas económicas 

son de carácter familiar. Peor aún, en el terre-

no político, los avances conseguidos el año 

pasado con la incorporación de la paridad y 

la alternancia en las listas electorales, corren 

riesgo por un nuevo proyecto de ley presen-

tado por el recién estrenado Congreso, que se 

coloca de espaldas a la urgencia de elevar la 

elección de mujeres a cargos de nivel nacio-

nal y local. Tal como ha anunciado el Gobier-

no, es muy probable que en una semana se 

levanten los aspectos más estrictos de la cua-

rentena y se inicie el desescalamiento con la 

reapertura de varias actividades económicas. 

Sin embargo, la emergencia continuará y, so-

bre todo, continuarán los impactos sanitarios, 

económicos y sociales de la crisis, afectan-

do especialmente a la población con menos 

recursos, es decir, las mayorías. En medio de 

una crisis política irresuelta y con el modelo 

neoliberal a todas luces agotado, la sociedad 

peruana deberá enfrentar la pandemia del 

covid-19 con altos grados de desigualdad e 
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incertidumbre; una angustia y malestar expre-

sados, por ejemplo, en los miles de familias 

que caminan por las carreteras pugnando 

por volver a sus regiones de origen o donde 

consideran que tienen mejores condiciones 

para afrontar lo que viene. En este escenario, 

es urgente cuestionar la situación de violencia 

y precariedad que atraviesan ya millones de 

mujeres, planteando mecanismos compen-

satorios a la triple jornada y realzando la im-

portancia de las tareas de cuidado que hoy se 

evidencian indispensables para la reproduc-

ción de la vida. También es un momento para 

reforzar los vínculos sociales que las mujeres 

hemos articulado innumerables veces y que 

nos han permitido salir adelante en otros mo-

mentos de crisis, tales como la organización 

popular y el cuidado comunitario. Que esta 

crisis sea una oportunidad para avanzar con 

renovadas esperanzas en la lucha por nues-

tros derechos y contra este injusto y patriarcal 

orden de cosas.
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Situación de las mujeres y la 
diversidad en Argentina antes  
de la pandemia

En esta primera parte, esbozamos un breve 

diagnóstico con perspectiva feminista del 

país que dejó el Gobierno neoliberal de Mau-

ricio Macri (2015-2019).

Las mujeres representamos el 51.4% de la 

población argentina.1 Si bien las mujeres re-

presentamos más la mitad de la población, 

nuestra tasa de empleo sigue siendo más 

baja que la de los varones: 43.1% para las mu-

jeres y 66.3% para los varones.2

La informalidad laboral también nos penaliza 

en mayor medida: la tasa de empleo no re-

gistrado es del 37% en el caso de las mujeres, 

comparada con el 32% de los varones.3 

La informalidad laboral 
también nos penaliza en mayor 

medida: la tasa de empleo no 
registrado es del 37% en el caso 
de las mujeres, comparada con 

el 32% de los varones.
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1 Censo Nacional 2010. Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.
2 Encuesta Permanente de Hogares 2017. Instituto Nacional de Estadísticas y 

Censos.
3 Seminario de la oit sobre Economía Informal 2019. Organización Internacio-

nal del Trabajo. 
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Por otra parte, la población trans y traves-

ti argentina se encuentra en situación de 

emergencia socio-laboral. El 91% de esta 

población no tiene un trabajo registrado y el 

85% de las mujeres trans y travestis ejerce el 

trabajo sexual.4 

La desigualdad en el acceso al empleo tie-

ne su correlato en los índices de pobreza. En 

este sentido, Argentina no ha escapado estos 

últimos años al proceso conocido como femi-

nización de la pobreza. En el primer trimestre 

de 2019 el 40% de la población de menores 

ingresos está conformado mayoritariamente 

por mujeres (62.5%).5

Entre las causas de la feminización de la po-

breza encontramos la desigual distribución 

de las tareas de cuidado y la penalización 

salarial que tienen en el mercado laboral las 

profesiones más feminizadas. 

En otro orden, en la Argentina existe la Línea 

144 para la atención, contención y asesora-

miento en situaciones de violencia por razo-

nes de género. De la sistematización de las 

llamadas de 2018 se deduce que en el 44.6% 

de los casos el agresor era la pareja o novio y 

en el 38.4% la ex pareja. El 9.6% de las mujeres 

que se comunicaron contaban con medidas 

de restricción vigentes.6 

Por otro lado, durante 2019 se registraron 280 

víctimas de femicidio confirmadas, que inclu-

ye 5 suicidios feminicidas, 25 femicidios vin-

culados y 10 trans / travesticidios.7 

En un porcentaje elevado se verifica una re-

lación preexistente entre la víctima y el vic-

timario: la mayoría de casos de femicidio se 

produce en el círculo íntimo de la víctima. En 

77 casos el femicida fue la pareja y en 56 la ex 

pareja. En 38 casos el femicida fue el esposo 

y en 20 el ex esposo. En 17 casos fue el novio, 

en 7 el ex novio y en 3 el amante. En 8 casos 

fue el padre y en 4 el padrastro.8 

Respecto al lugar donde sucedieron los he-

chos, la información revelada indica que 176 

asesinatos se ejecutaron en los domicilios 

compartidos y el de la víctima.9

Hubo 64 casos de femicidios que se pudieron 

haber evitado si las mujeres hubieran sido 

asistidas desde el momento que se efectuó 

la primera denuncia.10

4 Datos de la Campaña Nacional por la Inclusión Laboral Trans y Travesti (2018). 
5 Encuesta Permanente de Hogares 2019. Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.
6 Ídem.
7 Informe Anual del Observatorio de Femicidios 2019. Defensor del Pueblo de la Nación. 
8 Ídem. 
9 Ídem.  
10 Ídem. 
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Cambio de Gobierno: herencia 
recibida y covid-19

El 10 de diciembre de 2019 asumieron el Go-

bierno el presidente Alberto Fernández y la 

vicepresidenta Cristina Fernández de Kirchner. 

Los Fernández —como se los llamó durante 

la campaña electoral— debieron enfrentar dos 

grandes desafíos apenas asumieron el poder. 

El primero, la crisis social y económica he-

redada del Gobierno neoliberal de Mauricio 

Macri, descrita en la primera parte de este 

artículo. Como parte de las recetas neolibe-

rales que Macri aplicó a rajatabla, el Gobierno 

anterior llevó adelante un fuerte ajuste de la 

inversión pública y encaró un brutal vacia-

miento del Estado. Esto implicó, entre otras 

cosas, el recorte y la subejecución presu-

puestaria de todos los programas relativos 

a la prevención de la violencia de género y 

atención integral a sus víctimas. 

A pesar de las dificultades económicas y 

presupuestarias, el Gobierno de Alberto 

Fernández y Cristina Fernández de Kirchner 

tomó la decisión de crear el Ministerio de 

Mujeres, Géneros y Diversidad. La principal 

tarea que se dio el flamante Ministerio fue 

la de elaborar un Plan Nacional de Acción 

contra las violencias por motivos de géne-

ros. Con este fin comenzaron a organizarse 

foros participativos en las distintas regiones 

de nuestro país. 

Sin embargo, la agenda del Ministerio —y del 

Gobierno— se vio prontamente sacudida por 

la irrupción de la pandemia del covid-19. La 

principal medida del Gobierno para enfrentar 

la pandemia fue instituir el aislamiento social, 

preventivo y obligatorio a los fines de aplanar 

la curva de contagios con el objetivo de ga-

nar tiempo para que el Estado pudiera robus-

tecer el sistema de salud, tomando nota de 

lo sucedido en otros países donde el virus se 

expandió con anterioridad. 

El aislamiento social, preventivo y obligatorio 

trajo consigo toda una serie de complejida-

des. Por un lado, porque las mujeres y las per-

sonas lgbtiq nos vimos más expuestas a las 

consecuencias económicas del aislamiento 

en tanto sufrimos mayor precarización e in-

formalidad laboral que los varones.
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Por otro lado, porque muchas mujeres y per-

sonas lgbtiq se encuentran transitando el 

aislamiento en sus hogares donde, como vi-

mos anteriormente, conviven con sus agre-

sores. Esto las pone en una situación de ex-

trema vulnerabilidad. 

Asimismo, la suspensión de las clases ha su-

puesto una mayor carga en las tareas de cui-

dado para las mujeres en sus hogares. 

Lejos de ignorar esta situación y esquivar la 

responsabilidad del Estado, el nuevo Gobier-

no encaró rápidamente una serie de medidas 

para contrarrestar los efectos económicos y 

sociales del aislamiento.

Medidas en materia de género y 
diversidad en el marco de la crisis 
sanitaria11

El Gobierno Nacional está llevando adelante 

una serie de medidas para proteger a lxs tra-

bajadorxs formales e informales, lxs jubiladxs 

y pensionadxs y las pymes en el marco del 

aislamiento social, preventivo y obligatorio. 

Entre esas medidas se destaca la decisión 

del Estado de pagar parte del salario de lxs 

trabajadorxs del sector privado, aumentar 

las jubilaciones, pensiones y asignaciones 

de protección social y la creación del Ingreso 

Familiar de Emergencia para lxs trabajadorxs 

informales y autónomos. 

11  Datos del Ministerio de Mujeres Géneros y Diversidad de la Nación 2020.
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Sin perjuicio de estas importantes medidas, 

a continuación enumeramos las políticas es-

pecíficas desarrolladas desde el Gobierno en 

materia de género y diversidad en el marco 

de la crisis sanitaria: 

• Aumentamos los salarios de las traba-

jadoras de casas particulares. 

• Incorporamos a personas en situación 

de violencia por motivos de género y a 

personas trans y travestis a los progra-

mas sociales.

• Reforzamos la asistencia alimentaria 

para personas trans y travestis.

• Establecimos las excepciones al ais-

lamiento social en casos de deber de 

asistencia a niñxs y adolescentes por 

parte sus progenitorxs o tutorxs.

• Reforzamos los canales de atención de 

la Línea 144 sumando personal especia-

lizado y mejores recursos tecnológicos. 

Lanzamos campañas de comunicación 

específicas para aumentar el alcance 

de la Línea 144. Generamos otros cana-

les de comunicación.

• Articulamos con Gobiernos provincia-

les, locales y con las organizaciones de 

la sociedad civil a fin de fortalecer los 

Hogares de Protección Integral.

• Dispusimos que las personas en situa-

ción de violencia por motivos de género 

pueden estar exceptuadas de las medi-

das de aislamiento en casos de fuerza 

mayor, cuando requieran pedir asisten-

cia o realizar una denuncia. 

• Articulamos con organizaciones sin-

dicales y universitarias que pusieron a 

disposición los hoteles y otros lugares 

de alojamiento para poder ser utiliza-

dos por personas en situaciones extre-

mas de violencia por motivos de género 

y que deban dejar sus hogares durante 

el aislamiento, y estamos ensayando ex-

periencias de separación del hogar del 

agresor. 

• Impulsamos la prórroga automática de 

las medidas de protección judiciales.

• Promovimos la ampliación de las bocas 

de recepción de denuncias.

• Lanzamos una campaña para poner a 

disposición las farmacias como espa-

cios donde las mujeres en situación de 

violencia puedan acudir para solicitar 

asistencia. 

• Continuamos con la capacitación obli-

gatoria en género y violencia de género 

para todas las personas que se desem-

peñan en la función pública.
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• Continuamos con la realización de los 

foros participativos y federales hacia la 

formulación del Plan Nacional de Ac-

ción contra las Violencias por Motivos 

de Género a través de internet.

En conclusión, el Gobierno ha dispuesto 

un Estado presente, acompañando a los 

sectores más vulnerados de nuestra socie-

dad, atendiendo especialmente la situación 

de las mujeres y las personas lgbtiq en el 

marco del aislamiento social, preventivo y 

obligatorio, protegiendo sus derechos fun-

damentales con políticas públicas activas. 

Esto ha sido posible, en gran parte, por la 

decisión del Gobierno de crear el Ministerio 

de las Mujeres, Géneros y Diversidad, es-

tructura institucional que ha facilitado la im-

plementación de la perspectiva de género y 

diversidad de manera transversal en todas 

las políticas públicas para enfrentar la pan-

demia del covid-19. 

En la adversidad, han surgido propuestas 

originales como el aislamiento del hogar del 

agresor o la incorporación masiva de perso-

nas trans y travestis a los programas socia-

les. Serán experiencias que habrá que mirar 

con atención ya que su éxito puede suponer 

importantes cambios de paradigmas en la 

gestión pública de nuestras realidades es-

pecíficas. 
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E
s cierto que en nuestro país, con apenas 

dos casos confirmados de covid-19 el 

Ministerio de Salud comenzó las me-

didas de aislamiento social progresivo y así 

logró frenar y enlentecer el proceso de con-

tagios en el país. Sin embargo, en lo que hace 

a la respuesta de los servicios de salud y al 

auxilio social a las familias en situación de vul-

nerabilidad económica, la respuesta ha sido 

insuficiente, mal implementada, con denun-

cias de corrupción y prebendarismo político. 

La pandemia tiene un gran impacto sobre la 

vida de las mujeres. Esta situación, profundizó 

las desigualdades de género, desigualdades 

históricas que recaen sobre los hombros de 

las mujeres que son las principales respon-

sables de resolver lo cotidiano: en la familia, 

en el territorio social comunitario, en el apoyo 

escolar y en la búsqueda de ingresos econó-

micos creativos y alternativos. Pero siempre 

excluidas del poder político y del protagonis-

mo real en las decisiones. 

“Quédate en casa”: una 
justificación para la inseguridad 
en las calles y la violencia en 
los hogares 

El aislamiento social obligatorio dio una nue-

va legitimidad al control social en las calles, 

el “paternalismo que nos cuida”, que cri-

minaliza y castiga si no obedecemos. En el 

contexto de Paraguay se está aplicando con 

sesgo clasista, discriminatorio y machista. Las 

barreras policiales se instalan en los barrios 

periféricos y marginales, no en barrios de 

clase media y alta. Se han reportado muchas 

denuncias de abuso policial en barreras de 

control (pequeños sobornos, imputaciones 

no justificadas, abusos, violencia física y es-

tigmatización), que afectan principalmente 

a mujeres jóvenes, trabajadores que tienen 

que desplazarse, personas lgtb, trabajado-

ras sexuales, jóvenes de barrios marginales. 

El otro escenario del aislamiento son las fa-

milias, donde las denuncias de violencia fa-

miliar han aumentado. En Paraguay, según 

registros del Ministerio Público, la violencia 

intrafamiliar aumentó en un 63% en compara-

36 
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ción al año 2019. Es preocupante que las me-

didas de Contingencia propuestas por el Go-

bierno Nacional no contemplen a las mujeres 

que se encuentran obligadas a convivir con 

sus agresores. En una de las conferencias so-

bre el tema covid19, una periodista consul-

tó al vocero del Gobierno si existían medidas 

para las mujeres en situación de violencia do-

méstica, la respuesta fue: “los hombres tam-

bién sufren violencia”, lo que demuestra que 

para nada las mujeres son contempladas en 

el plan de contingencia.

Ollas populares: la organización
comunitaria efectiva, cuando no 
llega el apoyo del Gobierno

En esta pandemia después de lo sanitario, 

viene el grave impacto económico, financie-

ro y social. Los sectores más vulnerables que 

viven del día a día, sin seguridad social ni sa-

larios, se hallan totalmente desprotegidos y 

el Gobierno demostró una gran ineficiencia 

para llegar con la ayuda oportuna. El Parla-

mento aprobó una Ley de Emergencia Na-

cional para hacer frente a la pandemia, que 

estableció medidas económicas y financieras 

para enfrentar el gasto sanitario, la ayuda so-

cial a las familias en situación de vulnerabi-

lidad económica y a pequeñas y medianas 

empresas. Un primer paso era entregar un 

kit de alimentos a las familias; sin embargo, 

la Secretaría Nacional de Emergencias (sen) 

canceló los kits de alimentos y en su reem-

plazo realizó transferencias de dinero equiva-

lente a usd 35, que luego de la protesta y la 

indignación social subió a usd 77, y solo llegó 

a un ínfimo porcentaje de la población afec-

tada. Luego se lanzaron otros dos programas: 

“Ñangareko” y “Pytyvõ”, para ayuda económi-

ca de las familias. Ambos programas tuvieron 

serios problemas de implementación porque 

muchas familias no tienen acceso a internet, 

ni un teléfono por el cual acceder al dinero. En 

ningún momento el Gobierno ha organizado 

a la gente por territorios (barrios y municipios) 

para recibir la ayuda, sino que estableció un 
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medio individual y moderno para hacerlo, y 

en esas condiciones la población más pobre 

que no cuentan con un smartphone fue ex-

cluida. La respuesta a la crisis se dio a través 

de las organizaciones de mujeres de las zo-

nas más vulnerabilizadas. Ellas organizaron 

las “ollas populares”, que consisten en una 

campaña de recolección de alimentos, coci-

na y distribución de platos de comida gratuita 

a las familias en las comunidades. Esto se re-

plicó en todo el territorio nacional. Tal fue su 

relevancia, que los medios de comunicación 

les dieron destaque porque fue mediante es-

tas organizaciones de mujeres que muchas 

familias pudieron comer.  La población ha en-

contrado en las ollas populares una forma de 

aliviar su situación de escases y hambre. 

“La escuela en casa”

La pandemia trasladó “la escuela a la casa”, 

exigiendo a la familia y maestras y maestros 

un esfuerzo adicional; una complejidad que 

no todos los hogares, ni todas las maestras 

están en condiciones de asumir y la conse-

cuencia es más desigualdad en el acceso a la 

educación. El Gobierno ha suspendido las cla-

ses desde el primer día del aislamiento social 

y ha establecido clases virtuales a través de 

smartphones y computadoras, aun sabiendo 

del déficit de acceso a conectividad y tecnolo-

gía. En muchos hogares hay varios niños y ni-

ñas en edad escolar que sólo pueden realizar 

sus tareas con el apoyo de adultos.6 Se reco-

gen de grupos de WhatsApp de padres: “Hola 

profe, yo soy la mamá de Bianca. Yo te voy a 

avisar que yo me voy a retirar. A mí misma me 

fuerza esta cosa y no le voy a poder ayudar a 

mi hija.(…) Voy a esperar bien que empiecen las 

clases otra vez porque esto es demasiado ya 

para nosotros. Nos enferma más que la enfer-

medad”.7 Y comentarios entre profesores: “en 

este escenario de emergencia se están cons-

truyendo propuestas significativas. Alternati-

vas educativas creativas y transformadoras. Y 

así como vemos ollas populares, en la educa-

ción también somos conscientes de que es la 

organización, el compañerismo y el encuen-

tro real con la necesidad del otro es lo que 
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nos salva. La garantía para seguir y vivir”. Una 

docente narrando su experiencia y la de sus 

compañeras nos cuenta. Estamos escuchado 

historias de profesoras que recorren casa por 

casa diariamente, entregando tareas y cartitas 

para sus alumnos y alumnas, invitándoles a 

escribirse entre ellos, promoviendo la lectura y 

la redacción. Hemos visto profesores que han 

decorado una esquina de su casa para que en 

la cámara sus estudiantes puedan encontrar 

un espacio similar al aula.8 Finalmente, en esta 

pandemia, las mujeres debemos exigir que la 

igualdad de género sea un tema relevante de 

las políticas públicas, señalar cada una de las 

situaciones de desigualdad y colocarles en la 

agenda pública para el debate y el crecimien-

to de la conciencia colectiva. Es el momento 

de que las mujeres conquistemos el protago-

nismo político que nos corresponde.

1 35 años de dictadura militar (1954-1989 la más duradera del continente) 
2 Expresión de Mirta Moragas, abogada, activista feminista y disidente sexual, 

con Master en estudios legales internacionales con especialización en géne-
ro y derechos humanos, en su ponencia para Terere Cómplice: Los efectos 
del covid19 en la política 04/2020. Disponible en: https://www.facebook.
com/watch/live/?- v=259722175404113&ref=search 

3 Gramo covid-19 Inclusión - Clemen Bareiro - Lo que no se nombra no existe. 
Disponible en: https://youtu.be/n4PpVTZbE0o 

4 En idioma guaraní significa “cuidado” 
5 en idioma guaraní significa “ayuda” 
6 Actualmente el Ministro de Educación está en proceso de interpelación 

parlamentaria a pedido de organizaciones estudiantiles y docentes por su 
mala gestión. 

7  Educación en cuarentena: malas madres y ahora malas profes, por Adriana 
Closs Corrent para el Centro de Documentación y Estudios CDE 20/04/2020. 
Disponible en: http://www.cde.org.py/tiempodecoronavirus/2020/04/20/
educacion-en-cuarentena-malas-madres-y-ahora-malas-profes/ 

8 “La educación en tiempos de ollas populares”, Ángeles Ferreira en Revista 
Emancipa. Disponible en: https://revistaemancipa.org/2020/05/06/la-edu-
cacion-en-tiempos-de-ollas-populares/ Esperanza Martínez (n. Asun-
ción; 1959) es una médica y política paraguaya; Ministra de Salud Pública y 
Bienestar Social (2008-2012). Actualmente es Senadora por la Concertación 
Frente Guasú.
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M
ientras terminaba de limpiar por 

enésima vez la cocina, me hice la 

siguiente reflexión: basta con que 

haya alguna crisis para que se cuestionen 

nuestras demandas, para que las luchas por 

la igualdad y por una vida libre de violencia 

sean vistas fuera de lugar, rápidamente re-

emplazadas por “asuntos más serios”, que 

efectivamente merecerían la atención públi-

co-política en una situación de alta grave-

dad. De un plumazo. Más o menos como está 

ocurriendo ahora mismo en países como el 

Ecuador donde los derechos históricos de la 

clase trabajadora se volatilizan bajo el argu-

mento de la sacra reactivación económica 

que no es más que el capital vigoroso, ope-

rando aún en tiempos de pandemia. Tanto lo 

uno como lo otro pasa casi desapercibido y 

no porque un segundo renunciemos a nues-

tros derechos, sino primero porque tenemos 

miedo y segundo porque nos han desmo-

vilizado. El miedo es potente y es terreno 

fértil para el retorno de los conservaduris-

mos, la contracción de derechos y la vigencia 

de  la cultura patriarcal que nos pide retorno 

a nuestro lugar. Y eso lo sabemos bien las 

mujeres: toda medida de ajuste económico 

neoliberal ha precarizado más nuestras vi-

das en la medida en que siempre el recorte 
de las políticas sociales y reducción del Es-
tado han afectado primero el sostenimiento 

de la vida en la dimensión de los cuidados. 

Retornamos a nuestro lugar de reproduc-

ción de la vida, retornamos a nuestras ca-

sas, nuestras cocinas, nuestras lavanderías, 

espacios desvalorizados socialmente pero 

donde a algunas nos ha nacido la concien-

cia política. Espacios que queremos redimir 

pero también transformar. 

El confinamiento en la emergencia sanitaria, 

dependiendo de la condición de clase, ha 

intensificado o devuelto la responsabilidad 

de cuidado a nuestras manos. A pesar de las 

concesiones, delegaciones y negociaciones 

que podamos hacer en la familia cercana, la 

responsabilidad de cocinar, lavar, limpiar, cui-

dar sigue siendo oficialmente nuestra, impo-

sible “tele trabajar”. A esto se adicionan las del 

trabajo reconocido y que resulta en una car-

ga suplementaria que empobrece en tiempo 

para organizar y agenciar. Entendemos a los 

cuidados como aquellos que realizamos gra-

tuitamente las mujeres para atender a nues-
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tras familias y que se sostienen en relaciones 

de afecto pero también a los cuidados que 

se pagan como son los servicios de salud, la 

educación o trabajo del hogar remunerado, 

estos también altamente feminizados y cier-

tamente precarizados. En este contexto, no 

sorprende que instituciones patriarcales sean 

las voceras de lo que muchos esperan de no-

sotras: “Sé paciente, sé atenta, no discutas, 

mantén la higiene”, se titulan las recomen-

daciones de la catedral Evangélica de Chile.1 

Una vez más se apela al esfuerzo y silencio 

de las mujeres para poder salir de la crisis y 

1  “¿Cuarentena en casa? Consejos para la mujer. Que el covid-19 no traiga el caos en tu hogar”. https://www.pagina12.com.ar/pirulo/258252

eso concuerda con la demorada respuesta 

de los Estados para hacer frente a la exacer-

bación de la violencia de género en la cua-

renta. En el Ecuador, según reportes oficiales, 

todos los delitos han bajado excepto los de 

violencia de género. La cuarentena entonces 

intensifica el trabajo de las mujeres al mismo 

tiempo que las expone a mayores niveles de 

violencia. Surge la necesidad de visibilizar 

esta situación para politizarla: sí, el espacio 

privado es el primer lugar donde se ejercen 

relaciones de poder que naturalizan la explo-

tación de unos sobre otras, lo que a la postre 
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hace que la crisis pese más a las mujeres. En 

el Ecuador, la crisis ha sido también traslada-

da a la clase trabajadora. En una economía 

de precariedad, los recortes de sueldos son 

anunciados por el Gobierno en tono epopéyi-

co, que apela a un falso patriotismo de “soli-

daridad nacional” y que pospone una vez más 

que los que más tienen, paguen más.  

Si bien el miedo al contagio y a la muerte, des-

movilizan y nos pueden llevar a bajar la guar-

dia,  hoy más que nunca hemos de politizar el 

espacio privado para visibilizar la centralidad 

de los cuidados, como asunto de alta impor-

tancia política nacional y global. La desvalori-

zación de las tareas de cuidado tiene raíces en 

la familia y la cultura, su precarización se da 

por su feminización o viceversa. Los cuidados 

han sido relegados como asuntos menores 

por parte de la mayoría de Estados, que ha 

privilegiado el crecimiento económico como 

vara para medir el bienestar de una sociedad. 

Dicho esto, el modelo capitalista solo ha po-

dido desarrollarse a costa del trabajo invisible 

de las mujeres en la reproducción de la vida.

La pandemia debería poner en el centro del 

debate social y político la urgencia de la pro-

tección de la vida por encima de todo, así 

como los feminismos lo han venido propo-

niendo desde hace décadas, en conversa-

ción con otros movimientos que cuestionan 

al Estado y su relación con el desarrollo como 

sinónimo de crecimiento indefinido. Para no-

sotras, urgente resulta también visibilizar la 

relación entre la soberanía sobre el cuerpo 

y el respeto hacia la allpa mama o naturale-

za. La pandemia ha puesto luz sobre cómo 

el sistema económico opera para expulsar a 

la gente del campo, cómo la desvalorización 

de la tierra y de las actividades relacionadas 

con ella deben ser redimidas, re-valoradas 

para que podamos recuperar el control sobre 

nuestra salud, sobre nuestros cuerpos y so-

bre lo que comemos.

Los feminismos, desde la recuperación de lo 

íntimo, desde la revalorización de los cuida-

dos propone debatir sobre otro Estado, otros 

liderazgos políticos, colectivos, delegables, 

transitorios, éticos. Hay que debatir sobre “el 

desarrollo” y su sistema de muerte. Poner la 

vida en el centro no es sólo una retórica, es re-

visar las prioridades para administrar lo colec-

tivo: recortar/suprimir presupuestos para la 

guerra, priorizar y concebir servicios de salud 

para todos y todas, construir una seguridad 

social universal, adecuar los trabajos con más 

tiempo para el cuidado de los hijos e hijas, re-

valorizar la agricultura y todas las actividades 

sociales que implican el cuidado de los otros 

y otras y de la naturaleza; legitimar a un Esta-

do que reparta la riqueza.

Nosotras politizamos nuestras casas y coci-

nas, nos cuestionamos cómo los Estados no 

están siendo capaces de cuidar la vida de la 

gente en esta emergencia.
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Reivindicamos lo íntimo como espacio legiti-

mo para hacer política, para pensar lo colec-

tivo, ya que toca nuestras vidas.

Nosotras queremos llamar la atención sobre 

la presión que el sistema capitalista ejerce 

sobre los cuidados; sabemos lo que significa 

cuidar la vida cotidianamente e históricamen-

te.  Nosotras queremos problematizar cómo 

se piensa al  Estado, la economía, al desarro-

llo. Nosotras queremos pensar cómo soste-

ner las estrategias solidarias surgidas en esta 

emergencia, para volver a un consumo local 

más responsable. Nosotras pensamos en el 

endeudamiento de nuestros países y de las 

familias; demandamos que los Gobiernos 

piensen en cómo aliviar las deudas de miles 

de familias y que el crédito no sea una vez 

más la herramienta para seguir engordando 

al capital. Nosotras pedimos que los Gobier-

nos asuman el costo de los servicios básicos 

durante la emergencia, que se revean las le-

yes para que las familias que arriendan pue-

dan asegurar su derecho a la vivienda, aun si 

esto implica revisar los privilegios de los y las 

propietarias. Nosotras pensamos que  demo-

cratizar a la sociedad pasa también por la re-

partición de las tareas de cuidado entre hom-

bres y mujeres, con la corresponsabilidad del 

Estado. Nosotras planteamos la valorización 

social y económica de este trabajo. Nosotras 

plateamos la necesidad de un sistema único 

de salud pública así como un seguro social 

para todas y todos.

 ¡Nosotras proponemos  
que hay que exigirle al Estado  

el mandato de cuidar la vida  
por encima de todo! 
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L
a región de Suramérica, como el res-

to del mundo, se enfrenta a una de las 

peores crisis sanitarias en la historia de 

la humanidad. En la última semana de mayo, 

la Organización Mundial de la Salud (oms) 

alertó que la región se convertía en el epicen-

tro mundial de la pandemia. La situación que 

atraviesan varios países de la región es alar-

mante en cuanto al número de casos y muer-

tes asociadas al covid-19. Alarmante también 

es que miles de estas muertes se pudieron 

haber evitado con políticas orientadas ha-

cia el acceso universal a la salud, cosa que 

en estos últimos cinco años va en retroceso 

por un giro brusco en la región que, después 

de un período progresista, ha vuelto a insta-

lar políticas neoliberales. En este contexto y 

pensando en el que lo seguirá, planteo un 

análisis de cómo hubiera podido contribuir la 

Unión de Naciones Suramericanas (unasur) 

a la respuesta regional a la pandemia y cómo 

podríamos imaginarnos la integración regio-

nal post pandemia.

Desde su creación en el 2008, la unasur 

priorizó la salud, reconociéndola como un 

derecho humano. El Consejo de Salud Su-

ramericano conformado por los 12 ministros 

y ministras de Salud de la región, fue el se-

gundo en crearse en el organismo y fue uno 

de los más activos, habiendo, entre muchos 

otros logros, fortalecido la red de vigilancia 

epidemiológica regional, generado el Plan 

Regional de prevención y atención al cáncer 

de cuello uterino, liderado procesos de ne-

gociación conjunta para la compra de medi-

camentos para el VIH y el cáncer (generando 

millones de dólares en ahorros), y estable-

cido el Banco de Precios de Medicamentos, 

que permitió evidenciar que el potencial de 

ahorro por medio de la compra regional con-

junta de medicamentos podría superar los 

mil millones de dólares anuales para la re-

gión. Claramente se evidencia que la orien-

tación del trabajo de la unasur en el campo 

de la salud, representa una amenaza para los 

intereses de las transnacionales farmacéuti-

cas, interés comercial fuertemente defendi-

do por los ee.uu.

Otro reconocido logro del Consejo de Salud 

de unasur fue la creación del Instituto Sura-

mericano de Gobierno en Salud (isags) que 

entró en funcionamiento en el año 2011. El 

Consejo definió que la misión del isags se-

ría generar y difundir conocimiento sobre los 

avances y retos en las políticas de salud de 

la región suramericana, así como formar líde-

res y recursos humanos en salud, todo con el 

fin de fortalecer las capacidades de gober-

nanza de los Estados miembros. En sus años 

de funcionamiento (hasta el 2019) coordinó 

la publicación de varios libros y más de 40 

estudios relacionados con la salud de la re-

gión, organizó decenas de seminarios, con-

ferencias y cursos que reunieron a cientos de 

autoridades y profesionales de los Ministe-

rios de Salud de la región para debatir sobre 
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los temas más importantes para la salud de 

nuestras poblaciones, así como crear oportu-

nidades de cooperación entre países. 

A nivel global, el Consejo de Salud de una-

sur presentó 35 posicionamientos conjuntos 

en la Asamblea Mundial de la Salud (algo in-

édito en la historia del órgano máximo de de-

cisión de la oms), todos volcados a defender 

los intereses de la región y muchos contra-

puestos a las posturas de países del hemis-

ferio norte. Uno de los temas priorizados fue 

el acceso universal a los medicamentos, que, 

en el contexto actual, de pugna global por 

recursos sanitarios escasos para afrontar el 

covid-19, hubiera podido ser una estrategia 

potente para lograr mayor acceso para los 

países de la región. En casi todos han existido 

reportes de escasez de pruebas diagnósti-

cas, equipos de protección personal (ppe) y 

medicamentos para afrontar esta crisis. Todo 

esto nos ha costado decenas de miles de 

muertes que pudieron haberse evitado (Kur-

manaev, A., et al. 2020). 

Si en la actualidad existe una clara pugna por 

estos recursos, es difícil imaginar que ésto no 

se agudice cuando contemos con una even-

tual vacuna o medicamentos que demues-

tren mayor efectividad en el tratamiento del 

covid-19. Si no logramos fortalecer la integra-

ción regional, los países de la región tendrán 

largas esperas hasta poder contar con estos 

recursos, que muy posiblemente no lleguen 

en las cantidades requeridas hasta que los 

países del norte hayan satisfecho sus propias 

necesidades. Este escenario significaría la 

pérdida de aún más vidas. 

Sin duda, negociar el acceso equitativo a estos 

recursos no será suficiente en un mundo en el 

cual la investigación, innovación y producción 

de medicamentos y otros recursos sanitarios 

se concentran en los países del hemisferio 

norte. Este es un eje que debe hacer parte de 

la visión que tengamos de la integración re-

gional post pandemia. No es casual que en el 

ámbito farmacológico la región siga teniendo 

un alto grado de dependencia sobre la ofer-

ta internacional. Los acuerdos comerciales 
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con ee.uu. y la Unión Europea suelen estipular 

condiciones favorables para el ingreso de sus 

productos, generando un nivel de competen-

cia difícil de superar para muchos productores 

locales. Asimismo, en varios países las políti-

cas de incentivo a la producción local han sido 

escasas y deficientes. El isags estaba llevando 

a cabo un levantamiento de la capacidad pro-

ductiva de medicamentos (en los ámbitos pú-

blico y privado) de la región, pero esto, como 

los demás proyectos que llevaba el Instituto, 

quedó truncado por el ahogo financiero al que 

fue sometido por los Gobiernos que optaron 

por abandonar la unasur, tal como sucedió 

con su Secretaría General.

La Organización Panamericana de la Salud 

(ops), contaba desde hace décadas con una 

plataforma que le hubiera permitido ser un 

actor clave en el impulso a la investigación, 

innovación y desarrollo de medicamentos en 

la región, pero su trabajo en el área ha sido 

mínimo. Su perspectiva se ha visto bastante 

limitada al tema de apoyar el diseño de po-

líticas de medicamentos (débiles en cuanto 

al desarrollo y producción local) y agregar la 

demanda regional de varios medicamentos 

para conseguir condiciones económicas más 

favorables para los países. Considero que la 

estructura misma de la ops, similar a la de la 

Organización de Estados Americanos (oea), 

se constituye en el principal impedimento 

para que ésta se involucre en procesos de 

este tipo, que generarían mayor soberanía 

farmacológica regional, ya que está diseña-

da para que los intereses de ee.uu. puedan 

prevalecer. La integración regional hacia el 

futuro (aquella que se base en los principios 

de la equidad y la justicia social), deberá so-

brepasar esta barrera si queremos lograr los 

objetivos en salud basados en intereses re-

gionales comunes. 

En la ops, con sede en Washington, D.C., si 

bien la designación de la Directora Ejecutiva 

se da por decisión conjunta entre los Estados 

Miembros, el segundo cargo más alto, el de 

director/a adjunto/a, desde su creación co-

rresponde a una persona designada por el 

Gobierno de los ee.uu. Pero, ¿por qué tendría 
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que tener un país (ee.uu.), al que le corres-

ponde solo un voto (de 35 que tienen los paí-

ses miembros del organismo), mayor poder 

de decisión que los demás?

Entre las cosas que ha desnudado esta pan-

demia está el grado de influencia que de-

manda el Gobierno de ee.uu. sobre la ops y la 

oms. Por ejemplo, el 10 de junio del presente 

año (u.s. Department of State, 2020), el Secre-

tario de estado de ee.uu., Michael Pompeo se 

refirió al caso penal que se desarrolla en el 

estado de Florida contra la ops desde el 2018. 

La ops está acusada de tráfico de personas y 

crimen organizado por haber apoyado el pro-

grama de cooperación técnica bilateral entre 

Brasil y Cuba “Mais Médicos” (Matos Rodrí-

guez, et al. v. paho, 2018), en el que más de 

15,000 profesionales de la salud de Cuba tra-

bajaron en zonas rurales y urbano marginales 

de Brasil entre 2013 y 2019, (año en el que el 

presidente de Brasil, Jair Bolsonaro terminó 

el acuerdo unilateralmente. Pompeo indicó 

que la ops debe explicar por qué apoyó lo 

que considera un programa potencialmente 

ilegal y que debe reformarse para que nun-

ca vuelva a darse algo así, señalando que tal 

como están haciendo con la oms1 el Gobierno 

estadounidense demandará que los organis-

mos de salud que “dependen de sus cuotas” 

apoyen “sus valores”. Desde 2019, ee.uu. no 

1  El Presidente Trump amenazó con dejar de pagar sus cuotas a la oms y salir 
del organismo si éste no realiza reformas relacionadas a lo que él considera 
un mal manejo de la pandemia
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paga sus cuotas a la ops. La estrangulan fi-

nancieramente intentando forzar que las co-

sas se hagan a su manera. 

El contexto ha dejado crudamente evidencia-

da la necesidad imprescindible de retomar el 

camino de una integración regional despoja-

da de vestigios coloniales. La post pandemia 

no puede encontrarnos con las mismas aspi-

raciones de la pre pandemia. El sufrimiento 

incalculable que ha vivido la población sura-

mericana por esta crisis debe darle aliento a 

la lucha por tener una región de paz, equidad, 

bienestar y salud para todas y todos.

En el ámbito de la salud, considero que reto-

mar el camino de la unasur debería implicar 

la creación de una organización interguber-

namental con más atribuciones que las que 

tuvo el isags en las áreas de fortalecimiento 

del Gobierno en salud, de los sistemas de 

salud, y de la vigilancia de la salud. Su mi-

rada debe orientarse hacia incidir sobre la 

determinación social de la salud. Tendría 

que promover con fuerza el desarrollo de 

capacidades regionales de investigación, 

innovación y producción de medicamentos 

y otras tecnologías sanitarias. Los avances 

regionales en salud no se pueden ver an-

clados a los intereses comerciales del nor-

te. Los mecanismos de financiamiento de la 

unasur deben seguir siendo libres de pre-

supuestos que provengan de las fundacio-

nes filantrópicas tipo Gates, que por detrás 

tienen intereses comerciales. Sus vínculos 

con las transnacionales de medicamentos 

y alimentos procesados, entre otros, genera 

un conflicto de interés inaceptable. Tienen 

miles de millones de dólares en paraísos fis-

cales, eludiendo el pago de impuestos que 

podrían dedicarse a temas de salud, para 

dedicarle al sector migajas, que a cambio 

les permiten proteger sus intereses comer-

ciales. Ese modelo nos condena a repetir 

la historia, no puede continuar. En relación 

a este punto, para evitar futuros estrangu-

lamientos financieros a los mecanismos de 

integración, deberíamos considerar estable-

cer que el voto popular sea el que determi-

ne el ingreso y/o egreso de un país a estos 

mecanismos. 

El futuro parecería incierto por la gravedad de 

la crisis causada por la pandemia de covid-19, 

pero esta tragedia también puede (y debe) 

dar vida. Que sea oportunidad para consoli-

dar el acceso universal a la salud, para finan-

ciar adecuadamente los sistemas de salud (el 

gasto público en salud debería llegar el 6% 

del PIB), para generar procesos de construc-

ción colectiva de la salud. En los últimos 100 

años, nunca se le ha dado el enfoque que tie-

ne ahora la salud. Es hora de consolidar este 

derecho para todas y todos, y en el contexto 

geopolítico que le atañe, la integración regio-

nal anti hegemónica es imprescindible.
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A
unque cualquier persona puede 

contagiarse del virus denominado 

covid-19, es claro que hay personas 

colocadas en un mayor riesgo no sólo de en-

fermar, sino de sufrir consecuencias graves 

a causa de las medidas tomadas para en-

frentar la pandemia. Estos grupos atraviesan 

múltiples y variadas condiciones que es ne-

cesario visibilizar para plantear y exigir medi-

das focalizadas que prioricen su atención. Te-

nemos que mitigar la grave desigualdad que 

aumenta la vulnerabilidad de la población

La salud, de acuerdo con la oms, no es au-

sencia de enfermedad, sino presencia de re-

cursos y condiciones fundamentales para el 

bienestar; es decir, contar con lo necesario 

para vivir dignamente. Por tanto, es el Estado 

quien tiene la mayor tarea en este aspecto 

para garantizar a las personas contar con un 

piso mínimo de recursos y herramientas, para 

ejercer el derecho a la salud. Las corrientes in-

dividualistas neoliberales quieren señalar a las 

personas como únicas responsables de sus 

riesgos, invisibilizando todos los elementos 

estructurales que los ponen en esa situación. 

En México, un 50% de la población (cifra simi-

lar para toda América Latina), no cuenta con 

estos recursos, pues sus ingresos están por 

debajo de la línea de bienestar. Mientras, tan-

to el 1% de la la población concentra el 82% 

de la riqueza global, de acuerdo con cifras de 

la oxfam, Esta situación debe ser señalada y 

denunciada permanentemente para dimen-

sionar grados de responsabilidad en la crisis, 

pero sobre todo para ubicar quiénes están en 

mayor riesgo y sin posibilidades de respuesta, 

frente a quienes contrariamente deberían es-

tar obligados a asumir y ejecutar otro tipo de 

responsabilidades y respuestas, no sólo para 

subsanar el daño sino para prevenirlo. 

Esta grave crisis de desigualdad se profundi-

za con la emergencia sanitaria. Se estima un 

aumento de 4 puntos en la tasa de pobreza, 

lo que implica que casi 30 millones de per-

sonas pasarán a esta situación; el mayor ries-

go es para las personas en extrema pobreza, 

de acuerdo con la Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe (cepal), en su se-

gundo informe especial en torno al covid-19. 

La población en situación de pobreza está 

enfrentando alguna de las siguientes cir-

cunstancias: 

• Estar imposibilitadas para ejercer su trabajo 

perdiendo toda fuente de recursos. Tal es el 

caso de quienes se autoemplean en labo-

res cuyo desarrollo fue o ha sido suspen-

dido/prohibido. Entre ellas quienes más 

riesgo corren es quienes viven al día, tienen 

dependientes económicos y/o son el sos-

tén de su familia. 

• Aumento de precarización, exclusión, al 

grado de no contar con un lugar para habi-

tar, pernoctar ni acceso a alimentación. En 

esta situación se encuentran las personas 
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privadas de libertad o que acaban de ser 

liberadas, a quienes por ejemplo en la Ciu-

dad de México, se les suspendió la entrega 

de apoyos de parte del Instituto de Reinser-

ción. Las personas que viven y sobreviven 

en las calles de por sí no contaban con con-

diciones dignas para vivir, pero bajo esta 

crisis su riesgo de morir aumenta exponen-

cialmente, así como el de quienes trabajan 

con ellas. Igualmente, muchas de las perso-

nas dedicadas al trabajo sexual, quienes ya 

vivían una situación de exclusión, agravada 

por el hecho de que un porcentaje alto ha-

bitaba en hoteles que fueron cerrados, sin 

ofrecerles alguna alternativa.

También es la condición de las personas mi-

grantes o desplazadas, ya sea en territorio 

nacional o internacional. La mayoría de por sí 

precarizadas, como las y los jornaleros agríco-

1 Migrantes en riesgo de contagio covid-19. Aristegui Podcast. 27 de abril de 2020 [citado 1 de abril de 2020]. Disponible en: https://open.spotify.com/  

las, que viven en condiciones de hacinamiento 

durante su temporada de trabajo. Al respecto 

en México la Red Nacional de Jornaleros y Jor-

naleras Agrícolas (rejja) y en Estados Unidos, 

el Centro de Estudios Mexicanos de la Univer-

sidad de California,1 alertaron que si bien las 

labores han sido declaradas esenciales, están 

ejecutándose sin medidas de protección, ya 

que por lo general trabajan y viven en situa-

ción de hacinamiento. 

Situación más grave es la de aquellas per-

sonas cuya situación migratoria es ilegal, 

impidiéndoles acceder a servicios médicos 

públicos, a programas de ayuda social y 

permite que sus empleadores omitan toda 

responsabilidad laboral. Otra consecuencia 

paralela a esta situación es la baja de las re-

mesas, ingreso básico en muchísimas locali-

dades de Latinoamérica.1 
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• Seguir acudiendo a trabajar, en condiciones 

de riesgo, ya sea durante el traslado a sus 

espacios de trabajo o porque en sus luga-

res de trabajo no se están siguiendo proto-

colos de prevención. Como sucedió en la 

maquila ubicada en Chihuahua, donde has-

ta el momento suman 13 personas muertas 

debido a que hubo una visita de un grupo 

de extranjeros sin las medidas sanitarias 

correspondientes, luego hubo negligencia 

con respecto a la atención de médica y tra-

tamiento de los contagios. 

• Haber perdido su empleo o haber sufrido 

una reducción del salario de hasta el 70%, 

haciendo imposible cubrir sus gastos fijos. 

Muchas de estas personas es posible que 

sólo hayan sido cesadas sin recibir liquida-

ción alguna, pues el 55% de personas en 

México no contamos con seguridad social. 

Otras menos desafortunadas están traba-

jando desde casa, donde se enfrentan otros 

riesgos específicos.2 

Las consecuencias del 
confinamiento

También el confinamiento tiene consecuen-

cias más graves y negativas para quienes 

viven en pobreza. Según la onu, 40% de la 

población en México vive en una casa no 

adecuada, donde ahora mismo deben con-

vivir en promedio 4 o 5 integrantes la mayor 

parte del tiempo. En este contexto de com-

2 https://www.eluniversal.com.mx/estados/empleadosde-maquila-13-de-los-16-muertos-por-covid-19-e n-chihuahua

pleja convivencia. mujeres, niñas y niños, su-

fren un riesgo más alto, pues son las prin-

cipales víctimas de violencia dentro de los 

hogares, misma que ha aumentado expo-

nencialmente. 

Es decir, las personas, sus familias y/o co-

munidades están enfrentando situaciones 

que se agravan de acuerdo a su contexto de 

vulnerabilidad. Las Instituciones han recono-

cido el aumento de llamadas relacionadas 

con violencia doméstica y contra la mujer; re-

portan los números más altos desde que es-

tos mecanismos fueron puestos en marcha. 

Igualmente sucede con las solicitudes en los 

refugios para mujeres víctimas de violencia, 

que están a su máxima capacidad, al tiempo 

que se mantienen las cifras de feminicidios. 

Además, es a la mujeres a quienes se carga 

el aumento de trabajo del hogar y de cuida-

dos, cuyo cumplimiento se dificulta enor-

memente para aquellas que además tienen 

otros trabajos, son jefas del hogar, o lideran 

una familia monomarental. 

En ese sentido, se exponen aquí una serie 

posibilidades:. 

• Identificar a responsables de empresas, 

dueños de territorios agrícolas y empleado-

res que no están cumpliendo con las medi-

das sanitarias para exigirles corrijan o sean 

sancionados, incluso que sean retirados 
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permisos. Así como medidas que benefi-

cien a quienes menos tienen, por ejemplo 

la cancelación de cobros de servicios. 

• Establecer refugios, no sólo para mujeres 

víctimas de violencia sino también para 

otros grupos que han sido desplazados de 

sus sitios de vivienda o cuyos refugios es-

tán en sobre cupo. 

• Establecer medidas de protección y ayu-

da específicas para las personas migran-

tes que están siendo deportadas y para las 

personas que trabajan con las poblaciones 

en mayor riesgo. Hacer llegar de forma di-

recta los apoyos a las comunidades cuyo 

sustento proviene de las remesas. 

• Priorizar la llegada de los apoyos que pro-

vienen de programas sociales a aquellas 

zonas donde se concentran poblaciones en 

situación de riesgo. 

Para el caso específico de la violencia con-

tra las mujeres, tema central para la Red de 

Mujeres por la Autonomía y el Bienestar, se 

hace fundamental. Destinar mayores recur-

sos económicos y humanos a disminuir la 

curva de aumento de la otra pandemia que 

llevamos ya años sufriendo, la de violencia 

de género, sobre todo para: 

• establecer apoyos económicos dirigidos 

específicamente a las mujeres víctimas de 

violencia de género, jefas del hogar, des-

empleadas, etc.; 

• aumentar la capacidad de atención telefó-
nica para víctimas, a la par de revisar y me-

jorar los protocolos de atención a distancia; 

• elaborar manuales informativos nacionales 

que contengan todos los servicios y pro-

gramas de apoyo con que se cuenta a nivel 

federal y local, cuya distribución sea masi-

va, pero poniendo especial atención en que 

llegue a aquellos grupos con carencia de 

acceso a medios de información; 

• orientar campañas y mecanismos de apoyo 
que tengan al centro, no sólo a las muje-

res víctimas, sino también a sus hijas e hijos, 

sus comunidades y a los hombres, ubicán-

dolos no sólo como como posibles víctima-

rios sino, a su vez, como actores de cambio;

 • lanzar programas de apoyo económico que 

permitan que colectivas, 
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• organizaciones y personas con experiencia 
en la atención a la violencia de género, pon-
gan en marcha programas de atención co-
munitaria, en esta fase de carácter virtual, 

pero cuya permanencia se contemple tam-

bién pasada la fase de confinamiento.

 • Visibilizar de forma permanente y masiva la 

recarga de los trabajos del hogar y de cui-

dado en las mujeres y empezar a generar 

campañas masivas para orientar la división 

equitativa de estas labores cuya transmi-

sión sea instruida a medios masivos de co-

municación. 

• Programas masivos de educación y ree-

ducación, que podrían ser becados y estar 

orientados a la sensibilización y concienti-

zación en materia de prevención de las vio-

lencias y cultura de paz. 

• Implementar acciones para proteger las vi-

das de las mujeres privadas de libertad. Al 

respecto organizaciones especialistas en el 

tema han emitido especificaciones que de-

bieran ser tomadas en cuenta. 

En un primer acercamiento, tal vez, esta se-

rie de propuestas se asomen utópicas; sin 

embargo, el Gobierno ha reitarado su com-

promiso con la atención de los grupos en 

mayor vulnerabilidad. Llevar este compromi-

so a acciones requiere tener puntualmente 

identificados cuáles son estos grupos, qué 

situaciones están enfrentando y qué posibili-

dades de atención focalizada existen. Si bien 

esto es apenas un acercamiento y sabemos 

que se requiere un diagnóstico más profun-

do, desde la Red apostamos por la necesidad 

de comenzar la discusión para avanzar en su 

implementación. 
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E
s importante abordar el impacto de la 

crisis pandémica considerando sus 

causas y consecuencias, conforme lo 

analiza Boaventura de Sousa Santos, en “La 

cruel pedagogía del virus”1, a través de seis 

grandes lecciones: 

• Las medidas tomadas por los poderes po-

líticos ni siquiera resuelven las consecuen-

cias del impacto, mucho menos atacan sus 

causas, cuyas raíces son una manifestación 

de la sociedad que en el siglo xvii impuso 

la catástrofe ecológica por la explotación 

ilimitada de los recursos naturales. 

• La pandemia afecta con mayor violencia 

a los sectores históricamente excluidos y 

marginados. Entre ellos: trabajadores in-

formales, mujeres, poblaciones afrodes-

cendientes, indígenas, inmigrantes, cam-

pesinos, personas con discapacidades, sin 

hogar, privadas de libertad, entre otros. 

• El capital financiero global sometió a todas 

las áreas sociales al modelo de negocio del 

capital, que genera el máximo beneficio 

para los inversionistas, dejando por fuera la 

lógica de servicio público e ignora los prin-

cipios de ciudadanía y derechos humanos. 

• La extrema derecha defiende un Estado mí-

nimo, pero aumenta los presupuestos mili-

tares y las fuerzas de seguridad. Vivimos un 

nacionalismo excluyente, xenofóbico, ra-

cista donde impera la inseguridad social, la 

estigmatización de los opositores políticos, 

1 Boaventura de Sousa Santos, catedrático y Director Emérito del Centro de Estudios Sociales de la Universidad de Coimbra. Co-coordinador del Curso Internacional 
CES-CLACSO sobre las “Epistemologías del Sur”. Profesor visitante en universidades y centros de investigación, es uno de los principales pensadores críticos del 
mundo y sus libros han sido traducidos a varios idiomas.

el discurso del odio, la corrupción y la mani-

pulación de los instrumentos democráticos. 

• El colonialismo y el patriarcado se fortale-

cen. Los cuerpos son racializados y sexua-

lizados siendo más vulnerables al brote de 

una pandemia debido a las condiciones de 

vida socialmente impuestas por la discrimi-

nación estructural. 

• El Estado y la comunidad son gestionados 

y evaluados por la lógica del mercado y 

criterios de rentabilidad del “capital social”. 

Se ha impuesto el mercado tendiente a la 

privatización de bienes sociales como la sa-

lud, la educación, los servicios básicos y la 

seguridad social, como una manifestación 

de la mercantilización de la vida colectiva

En los últimos tiempos, lamentablemente, 

hemos visto como en mucho de nuestros Es-

tados existe una arremetida ideológica feroz 

para privatizar los sistemas de seguridad so-

cial que se mantenían públicos, entendiendo 

lo público como bien común de nuestras so-

ciedades. La pandemia del covid-19 nos de-

mostró la necesidad de contar con sistemas 

eficientes de seguridad social, sobre todo la 

respuesta sanitaria de la red de los sistemas 

públicos de seguridad social. 

En los lugares donde la seguridad social ha 

sido privatizada, los niveles de protección a 

los grupos más vulnerables desaparecen 
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y las inequidades aumentan, el número de 

muertos por covid-19 es una triste demos-

tración de ello. La seguridad social, para una 

democracia real, debe constituir la piedra 

angular de una sociedad con justicia. Jürgen 

Habermas afirma que la seguridad social es 

uno de los pilares fundamentales de una so-

ciedad democrática. 

La seguridad social es un instrumento de po-

lítica social, destinado a prevenir condiciones 

de necesidad de ciudadanos y ciudadanas 

expuestos y económicamente indefensos, 

por ser totalmente dependientes del trabajo 

diario. Por tanto, está reservado para la clase 

de trabajadores y trabajadoras que se benefi-

cian de determinados servicios, con el fin es-

pecífico de reparar las consecuencias adver-

sas derivadas de algunos hechos negativos 

en el mercado laboral. 

A nivel mundial, el 71% de la población carece 

de acceso a un sistema de protección social 

integral, y de las personas desempleadas, el 

78.2% se queda sin ayuda de ingresos.2 

América Latina y el Caribe tienen el mayor 

déficit de acceso a la protección social, don-

de un 40% de la población se encuentra des-

protegida y sin prestaciones de desempleo, 

debido a la modalidad de empleos atípicos y 

a la alta informalidad laboral. 

2 oit. (2017). Informe Mundial sobre la Protección Social 2017 – 2019.

Durante la pandemia se profundizaron las des-

igualdades, invisibilizando la violencia estruc-

tural que enfrentan los sectores más vulnera-

bles por su condición de género, clase y etnia. 

Cuando se habla desde la perspectiva de gé-

nero respecto de algún derecho, hay una ten-
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dencia natural a reducir esa perspectiva a las 

especificidades que ofrece o requiere el goce 

y disfrute del derecho, vista la norma desde la 

posición de las mujeres. El punto no es errado, 

pero sí incompleto, porque al ser el género una 

construcción histórica sobre los roles asociados 

a la identidad sexual-biológica, ofrece visiones 

alternativas de la feminidad y de la masculini-

dad que también deben estudiarse. 

Uno de los mayores impactos en las mujeres es 

la pérdida de su autonomía económica, donde 

el 51,8% trabaja en condiciones de precariedad 

salarial y el 36% trabaja por cuenta propia y en 

servicios domésticos, sin seguridad de ningún 

tipo, Además de asumir el trabajo de cuidados 

de sus familias.  

Como consecuencia, en un futuro inmedia-

to se pronostica la pauperización de unas 

107 millones de mujeres y diversidades sexo 

genéricas, niñas, jóvenes, adultas mayores, 

mujeres indígenas, migrantes y personas con 

discapacidad.3 

A pesar de que el derecho a la seguridad social 

está establecido en las constituciones de la 

mayoría de los países de la región, la ausencia 

de políticas laborales integrales y de políticas 

de cuidado para trabajadoras ha precarizado 

las condiciones de empleo de las mujeres en 

términos de su autonomía, según una investi-

3 cepal 2020b.- América Latina y el Caribe ante la pandemia del covid-19 Efectos económicos y sociales e impacto en la vida de las mujeres.
4 Territorios de precarización, feminismos y políticas del cuidado, 2020. Graciela Zaldúa, María Malena Lenta, y Roxana Longo, Buenos Aires.

gación de la Universidad de Buenos Aires so-

bre “Salud Mental Comunitaria: contextos de 

precarización y políticas del cuidado”.4 

El artículo 34 de la Constitución de la Repú-
blica del Ecuador dispone lo siguiente: “El 

derecho a la seguridad social es un dere-

cho irrenunciable de todas las personas y 

será deber y responsabilidad primordial del 

Estado. La seguridad social se regirá por los 

principios de solidaridad, obligatoriedad, 

universalidad, equidad, eficiencia, subsidia-

ridad, suficiencia, transparencia y participa-

ción, para la atención de las necesidades 

individuales y colectivas. 

El Estado garantizará y hará efectivo el ejer-

cicio pleno del derecho a la seguridad so-

cial, que incluye a las personas que realizan 

trabajo no remunerado en los hogares, acti-

vidades para el auto sustento en el campo, 

toda forma de trabajo autónomo y a quienes 

se encuentran en situación de desempleo.” 

Por su parte el artículo 370 prescribe: “El Insti-
tuto Ecuatoriano de Seguridad Social, entidad 
autónoma regulada por la ley, será responsa-
ble de la prestación de las contingencias del 
seguro universal obligatorio a sus afiliados. 
La Policía Nacional y las Fuerzas Armadas 
podrán contar con un régimen especial de se-
guridad social, de acuerdo con la ley; sus enti-
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dades de seguridad social formarán parte de 
la red pública integral de salud y del sistema 
de seguridad social.” 

El artículo 373, crea el régimen especial del 

seguro social campesino, disponiendo: “El 
seguro social campesino, que forma parte 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 
será un régimen especial del seguro universal 
obligatorio para proteger a la población rural 
y a las personas dedicadas a la pesca arte-
sanal; se financiará con el aporte solidario de 
las personas aseguradas y empleadoras del 
sistema nacional de seguridad social, con la 
aportación diferenciada de las jefas o jefes de 
las familias protegidas y con las asignaciones 

fiscales que garanticen su fortalecimiento y 
desarrollo. El seguro ofrecerá prestaciones de 
salud y protección contra las contingencias 
de invalidez, discapacidad, vejez y muerte.” 
Estos mandatos constitucionales se han vis-

to desarrollados en varias leyes secundarias, 

que han consolidado la extensión de la co-

bertura a través de regímenes especiales, 

como el Régimen Especial de Trabajadores 

de la Construcción o la Ley Orgánica para la 

Justicia Laboral y el Reconocimiento del Tra-

bajo del Hogar no Remunerado, ésta última, 

de contenido innovador. 

El Seguro General Obligatorio protege a tra-

bajadores y trabajadoras autónomas y de-

pendientes, rurales y urbanas, frente a la en-

fermedad, maternidad, riesgos del trabajo, 

discapacidad, cesantía, pensiones de invali-

dez, vejez y muerte y, desde 2016, también 

desempleo. Dicha protección se articula a 

través del Seguro General de Salud, el Segu-

ro General de Riesgos del Trabajo y el Seguro 

Obligatorio de Vejez, Invalidez y Muerte. 

Ecuador mantiene dos niveles de asegura-

miento para el trabajo independiente, uno 

obligatorio y otro voluntario. 

El aseguramiento obligatorio se establece en 

el artículo 2 de la Ley de Seguridad Social, in-

cluyendo: “el trabajador en relación de depen-
dencia; El trabajador autónomo; el profesional 
en libre ejercicio; el administrador o patrono de 



ciss

65 | 

un negocio; el dueño de una empresa uniper-
sonal; el menor trabajador independiente; y, los 
demás asegurados obligados al régimen del 
Seguro General Obligatorio en virtud de leyes 
o decretos especiales”; entre éstos últimos y 

desde el año 2015, constan las personas que 

realizan trabajo no remunerado del hogar. 

Con todo y pese a que estos cambios norma-

tivos parecen haber incrementado notable-

mente la afiliación, todavía se estima que hay 

un gran número de mujeres fuera de la pro-

tección del sistema de seguridad social, por 

lo que a las medidas legales en los órdenes 

laboral y penal, Ecuador ha añadido otro tipo 

de medidas, mediante la campaña-programa 

“Trabajo Doméstico Digno en Ecuador”. Con 

esta campaña se divulgan los derechos de las 

mujeres que trabajan en este sector, acompa-

ñada de una acción inspectora intensificada.

 

En el caso del trabajo no remunerado, la 

Constitución ecuatoriana, en su artículo 333 

dispone: “Se reconoce como labor productiva 
el trabajo no remunerado de autosustento y 
cuidado humano que se realiza en los hoga-
res. El Estado promoverá un régimen laboral 
que funcione en armonía con las necesidades 
del cuidado humano, que facilite servicios, 
infraestructura y horarios de trabajo adecua-
dos; de manera especial, proveerá servicios 
de cuidado infantil, de atención a las perso-
nas con discapacidad y otros necesarios para 
que las personas trabajadoras puedan des-

empeñar sus actividades laborales; e impul-
sará la corresponsabilidad y reciprocidad de 
hombres y mujeres en el trabajo doméstico y 
en las obligaciones familiares. 
La protección de la seguridad social se ex-
tenderá de manera progresiva a las personas 
que tengan a su cargo el trabajo familiar no 
remunerado en el hogar, conforme a las con-
diciones generales del sistema y la ley.” 

El sistema de seguridad social ecuatoriano 

no contempla grandes medidas con impac-

to de género en las pensiones del Régimen 

General de su sistema, sin embargo, son muy 

relevantes las medidas que afectan a las 

pensiones previstas en la Ley para la Justi-

cia Laboral y el Reconocimiento del Trabajo 

del Hogar; sin duda, una opción política de 

seguridad social con un amplio impacto de 

género. En este sentido se puede valorar la 

apuesta hacia el grupo de mujeres más des-

favorecido, que no es otro que el de las que 
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se dedican al trabajo del hogar no remune-

rado, que mediante esta ley se incorporan al 

sistema a través de un régimen contributivo.

Es un hecho que las mujeres cobran menos y 

tienen menor cobertura cuando hablamos de 

pensiones, pero ésta es solo una de las mu-

chas brechas de género que están presentes 

en pleno siglo XXI en todo tipo de prestaciones. 

La necesidad de colmar las brechas en la co-

bertura sigue siendo el desafío más impor-

tante a escala mundial y es el desafío priori-

tario en las Américas. 

Entre los problemas que tienen las mujeres 

para el acceso a los sistemas de protección 

social están los siguientes: 

Umbrales mínimos de cotización, los cuales 

se convierten en mecanismos de exclusión.

Es necesario tomar conciencia para lograr in-

troducir los necesarios cambios normativos 

ante la descarada brecha de género en la co-

bertura de la pensión de jubilación. 

Hay distintas razones que provocan que mu-

chas mujeres no reúnan el periodo mínimo de 

cotización exigido para la pensión de jubila-

ción, o bien que, aun reuniéndolo, no tengan 

los requisitos específicos que impone la ley. 

El complemento de pensión para reconocer la 

contribución demográfica de la mujer a la se-

guridad social. Eso, en la práctica, se convierte 

en un mecanismo de exclusión de la pensión 
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de un alto porcentaje de mujeres, hasta el 

punto que considero que se trata de una dis-

criminación directa por razón de género.

Frente a esta problemática es fundamental 

que las políticas de seguridad social promue-

van el reconocimiento de la vulnerabilidad 

desde una perspectiva de género e inter-

seccionalidad, que priorice a los colectivos 

sociales más precarizados en los territorios 

y que visibilice el trabajo del cuidado como 

parte inherente de la vida misma. 

Desde la Comunidad Andina y el Parlamento 

Andino, entre el 2004 y 2018, se ha trabajado 

en marcos instrumentos sobre la seguridad 

social, el fortalecimiento del Convenio Multi-

lateral Iberoamericano de Seguridad Social, 

la transición de la economía informal a la eco-

nomía formal, la Protección de los Derechos 

Sociolaborales de los Trabajadores Migrantes 

y Salud en la Región Andina. 

Sin embargo, para construir sociedades jus-

tas e inclusivas sin desigualdades estruc-

turales, es urgente adoptar un paradigma 

desde una visión integral de vida sistémica y 

holística, que retome los aportes de la filoso-

fía oriental, del materialismo dialéctico y del 

feminismo. 

El diseño de Políticas de Seguridad Social 

con perspectiva de género e interseccionali-

dad implica un proceso que parte de la reali-

dad y necesidades estratégicas de cada uno 

de los grupos humanos, que cuente con los 

recursos suficientes para la implementación 

de los programas en territorio y contemple el 

seguimiento y evaluación permanente de los 

programas de manera participativa. 

Los programas de protección social a las 

mujeres deben responder a los riesgos de 

violencia basada en el género e integrar en-

foques orientados a prevenir y combatir la 

violencia de género, incluso en los marcos de 

monitoreo y evaluación. 

Finalmente, este proceso debe contribuir a 

la construcción de “Territorios de Igualdad 

de Género” que integren, en un solo espacio 

físico, los servicios especializados de las ins-

tituciones públicas relacionados con la salud 

sexual y reproductiva, autonomía económica, 

prevención y atención a la violencia para el 

empoderamiento integral de las mujeres.

Los tiempos que vivimos son de incerti-

dumbre, de cambios acelerados; estamos 

observando una transición en el modelo 

de producción en el centro del capitalismo 

mundial, debido a la interconexión y depen-

dencia global del sistema. Los efectos de 

esa transformación producirán consecuen-

cias en nuestras repúblicas, es necesario ser 

resilientes, poder adaptarnos a los cambios 

y sobre todo cuidar de los más débiles de 

nuestro tejido social.
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A
nte la realidad que nos toca vivir del 

covid-19, como denominación para 

el virus de una nueva pandemia, las 

implicancias de las medidas a tomar son mu-

chas y variadas. 

Me tomé el tiempo suficiente para hacer un 

detallado análisis, uno que requiere un enfo-

que de género más profundo de lo habitual, 

porque el tema seriamente lo requiere. 

Es harto difícil, asumir que nadie conoce la 

receta perfecta para atenderlo, sin dejar por el 

camino, damnificados que habrán de existir, 

conforme a las determinantes acciones que 

se tomen para hacer frente a la crisis. 

Es complejo, e imprescindible tomar en 

cuenta que las mujeres se encuentran en 

mayor riesgo frente al covid-19. Hoy en cada 

rincón de la Tierra hay millones de mujeres 

trabajando muchas horas, quizás día y noche, 

cargando sobre sus hombros el bienestar 

de sus familias. Lo hacen en sus hogares y 

fuera de ellos en la atención médica como 

especialistas y enfermeras, al cuidado de las 

personas adultas mayores y de los niños y 

niñas. En casi todos los casos también realizan 

trabajados no remunerados en el hogar. 

1 http://www.onu.org.mx/solo-en-2018-almenos-3-529-mujeres-fueron-victimas-de-feminicidioen-25-paises-de-america-latina-y-el-caribe-cepal/ 

Hoy, familias enteras se encuentran encerra-

das en espacios que deberían ser seguros, 

pero que las estadísticas demuestran que no 

lo son. Sólo en 2018 al menos 3,529 mujeres 

fueron víctimas de feminicidio en 25 países de 

América Latina y el Caribe según la cepal.1 
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El aislamiento y el necesario “quédate en 

casa”, impulsado por las autoridades de salud 

a nivel mundial, multiplica el riesgo de sufrir 

violencia para muchas mujeres, exacerba la 

conflictividad, la desigualdad y puede poten-

cia las agresiones, al mismo tiempo que difi-

culta la posibilidad de denuncia. 

Los estudios de onu Mujeres2 señalan que, 

de la experiencia adquirida con los virus ébo-

la y zika, así como otras circunstancias que 

limitaron la movilidad y circulación de per-

sonas, la violencia contra las mujeres tien-

de a aumentar. La reflexión es fundamental: 

la violencia de género mata, por lo tanto no 

podemos dejar de lado esta problemática en 

medio de esta crisis. Las mujeres y las niñas 

corren mayores riesgos, están más expues-

tas a todo tipo de violencia, más aun si están 

encerradas con su agresor, a la falta de acce-

so a servicios de salud sexual y reproductiva, 

a la pérdida de empleo formal o informal y al 

acceso auxilio en caso de emergencias. 

Por ello, en tiempos de coronavirus es indis-

pensable tejer redes solidarias, de apoyo, de 

ayuda, de acompañamiento, de referencia y 

contra referencia, en tu barrio, en tu comuni-

dad, con tus amigas y familiares, estas accio-

nes serán fundamentales, te invito a hacerlo, 

todas y todos podemos salvar vidas. 

2  https://www.unwomen.org/es/news/stories/2020/3/news-womens-needs-and-leadershipin-
covid-19-response
3 Albert Camus. La peste, 1947

Parafraseando a Camus3 diríamos que lo 

peor de esta pandemia no es que mata a los 

cuerpos, sino que desnuda las almas y ese 

espectáculo suele ser horroroso; y es así! Lo 

ha sido en los últimos días en muchas ciuda-

des de nuestra Latinoamérica, hemos visto 

a través de las noticias y las redes sociales 

el dolor, la angustia y la tristeza. Cuando ha-

blamos de pasiones humanas, también en-

contramos, aquellas que reconfortan y nos 

dan aliento, hablamos de un grupo de “War-

mis”, mujeres kichwa, que se organizan con 

el apoyo de la prefectura de Pichincha para 

llevar canastas solidarias, alimentos frescos 
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desde las zonas rurales de la provincia para 

los barrios marginales de Quito. El “quédate 

en casa” para parar el aumento del contagio 

requiere de mucho amor y solidaridad. 

La prefectura de Pichincha en Ecuador ha 

complementado esta iniciativa con la acti-

vación del código de emergencia “Canasta 

Roja”, para víctimas de violencia intrafamiliar 

en medio del aislamiento social que se vive 

en el país, por la propagación de covid-19. 

Si la persona es víctima de violencia, o si 

se conoce a alguien que requiera ayuda, 

se debe llamar al número telefónico 098-

742-7448, que es parte del proyecto Warmi 

Pichincha, del Gobierno provincial.4 El códi-

go es: “necesito una canasta”, se pregunta-

rá de qué color se la requiere, si la vida de 

la persona corre peligro se deberá indicar 

4 http://www.pichinchaldia.gob.ec/actualidad/item/4483-el-gobierno-de-pichincha-activa-el-codigo-canasta-roja-para-mujeres-y-familias-victimas-de-vio-
lencia-de-genero-e-intrafamiliar.html

que es de color rojo, así se enviará a la Po-

licía Nacional para brindar ayuda. Para ello, 

también se deberá proporcionar la dirección 

del domicilio, pero en caso de no poder otor-

garla, se activará el 911 para localizar la ubi-

cación. Además de la Policía, intervendrá la 

Fiscalía y funcionarios de la Prefectura. 

Esta crisis dejará un mundo diferente, las 

personas seremos distintas, nuestra escala 

de valores tendrá que modificarse, el consu-

mismo y el egoísmo del sistema capitalista 

neoliberal y patriarcal, deberá ser desterrado 

si queremos sobrevivir, deberemos volver a 

la “pachamama”, a la familia, a la comunidad, 

a pensar en nosotros, en todos. El ser hu-

mano, hoy más que nunca, deberá construir 

sociedades incluyentes, solidarias, libres de 

violencia. De lo contrario nos condenamos a 

la extinción. 
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S
e ha dicho con frecuencia durante 

estos casi dos años que la pandemia 

covid-19 nos afecta a todos y que no 

distingue de clases sociales, y en cierta me-

dida esto es así, en tanto que el virus pue-

de infectar a ricos y pobres; sin embargo, en 

cuanto analizamos un poco más esta afir-

mación es bastante incompleta. Es evidente 

que esta pandemia no la han vivido de igual 

manera todas las capas de nuestra sociedad, 

quizá la evidencia más reciente es el acceso 

a las vacunas, mientras los países desarro-

llados ya tienen prácticamente la inmunidad 

del rebaño, los países del sur global apenas 

tienen vacunas. Las asimetrías tanto en la 

gestión como en el reparto de recursos para 

hacer frente a la pandemia requieren mucho 

más que una mirada superficial, en concreto 

quiero circunscribir este artículo al rol de las 

mujeres migrantes en España en el contexto 

del covid-19. Para empezar, hay que recordar 

que las mujeres fueron en gran parte quié-

nes estaban en la primera línea de combate 

al virus, lo estaban en distintas áreas, desde el 

ámbito sanitario por la feminización de algu-

nas profesiones del sector. 

A finales del 2020 en España, 1.2 millones 

de personas estaban trabajando en la sa-

nidad, (la cifra más alta registrada en la his-

toria) y de estas, la mayoría son mujeres 

(928,000). Además de en la sanidad, en otros 

sectores esenciales el rol de las mujeres 

fue predominante, desde las cajeras del su-

permercado, pasando por residencias de an-

cianos o el campo y almacenes de frutas y 

verduras. Nos detendremos especialmente 

en el sector de los cuidados por ser un sector 

altamente feminizado y donde las mujeres 

migrantes cumplen un rol fundamental. Con 

la pandemia las más vulnerables fueron las 

que no tenían residencia legal en España y 

que se enfrentaron a la arbitrariedad de sus 

empleadores aumentando su desprotección. 

La profesora Sònia Parella Rubio de la Uni-

versidad Autónoma de Barcelona analiza “El 

sector del trabajo del Hogar y de cuidados en 

España en tiempos de covid-19” y repasa los 

impactos de la pandemia sobre las condicio-

nes de vida y el acceso a derechos de las tra-

bajadoras domésticas. El tipo de organización 

social de los cuidados en España es donde las 

mujeres migrantes son un pilar fundamental, 

pero al mismo tiempo están desprotegidas 

por el sistema social, con una ausencia regu-

latoria aumentando la desigualdad, siendo un 

sector precarizado y con alta vulnerabilidad. 

Si bien esta situación no es nueva ni fruto de 

la pandemia, los problemas sistémicos se 
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agudizaron con la crisis sanitaria, dejando al 

descubierto las tareas pendientes, como en 

este caso, el reconocimiento de los derechos 

de las trabajadoras del hogar. Para resolver 

esta problemática habría que empezar por 

ratificar el Convenio 189 de la oit. Así como 

afrontar una valiente reforma de la Ley de Ex-

tranjería que no condene a la vulnerabilidad a 

miles de personas. Además de una reformu-

lación del sistema de cuidados, España es el 

segundo país de la ue en volumen de empleo 

en el sector de los cuidados, pero en estable-

cimientos residenciales y servicios sociales sin 

alojamiento, se encuentra en la cola. La pan-

demia también ha puesto en evidencia la ne-

cesidad de reformular los sistemas de cuida-

dos y de poner los cuidados en el centro de la 

vida y de la generación de políticas públicas. 

Las mujeres migrantes no solo sostienen los 

cuidados en los países donde residen, (ejem-

plificando con el caso ecuatoriano, en el 2020 

se batió record histórico de remesas alcanzan-

do los 3,337.8 millones de dólares), las mujeres 

con su trabajo también contribuyen a sostener 

sus países de origen. Las mujeres migrantes 

cuidan a los suyos, los que están cerca y los 

que están lejos y también cuidan en los países 

de residencia, la cadena global de cuidados. 

La pandemia ha impactado en la situación 

económica y social de las trabajadoras del 

hogar y de las mujeres migrantes que tra-

bajan en el sector de servicios, algunos re-

lacionados con el sector hostelero, casi pa-

ralizados durante meses. Todo lo anterior ha 

repercutido en una pérdida de la calidad de 

vida. Y allí donde no ha llegado el Estado, se 

han organizado redes de solidaridad para 

sostenerse en estos tiempos de fragilidad. En 

definitiva, las mujeres migrantes nos mues-

tran una vez más que siendo un sector vul-

nerable y precarizado son también ejemplo 

de resistencia y resiliencia. Nos queda seguir 

exigiendo a los Estados, donde residimos y 

de dónde venimos, desplegar políticas públi-

cas que protejan la vida y nuestros derechos. 

Es el momento de poner los cuidados en el 

centro de la vida, y para ello necesitamos 

justicia social y el reconocimiento del trabajo 

doméstico y del rol de las mujeres sostenien-

do la vida. 
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M
argarita Guerrero Calderón, 28 años. 

Nació en Loja, Ecuador, reside en Es-

paña desde el 2003. Fue la primera 

concejala de origen migrante en Murcia en la 

legislatura del 2015-2019. Actualmente vice-

presidenta de incidencia política del Consejo 

de la Juventud de España. Asambleísta alter-

na de UNES por Europa, Asia y Oceanía.

Sobre Margarita Guerrero Calderón
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“La pandemia hoy y el avance de la 
vacunación.

La enfermedad del covid-19 provocada por 

el sars Cov-2 apareció en China a finales de 

2019. Su proliferación hacia otros países y 

continentes derivó en una pandemia global, 

así declarada por la Organización Mundial de 

la Salud (oms) el 11 de marzo del 2020. Al día 

de hoy se conocen 39 cepas distintas de co-

ronavirus, 7 de las cuales pueden infectar a 

humanos se ha acumulado un total mundial 

de más de 219 millones de personas conta-

giadas y mucho más de 4.5 millones que fa-

llecieron (Anaya Gutiérrez/2021). 

Según datos de OurWorld Data, al 26 de oc-

tubre del 2021, en todo el mundo se han 

aplicado 6,800 millones de vacunas anti co-

vid-19, cuando menos una dosis al 48.1% de 

la población mundial total y las dos dosis al 

35.4% de la población total. Al 26 de Octubre 

del año en curso la población mundial llegó a 

7’902,131,900 (www.worldometers.info).

Sin dejar de lado el terrible drama que los 

datos anteriores representan, se puede de-

cir que la tendencia general de la pande-

mia muestra una evidente desaceleración y 

en numerosos casos un descenso significa-

tivo en el número de contagios y decesos. 

La razón fundamental de estos cambios en 

los meses recientes ha sido el avance de la 

vacunación, aunque con recursos y tiempos 

desiguales.

La violencia de género

La violencia contra las mujeres constituye un 

atentado contra su integridad, dignidad y li-

bertad, independientemente del ámbito en el 

que ésta se produzca. Ésta se refuerza por las 

relaciones de poder históricamente desigua-

les entre ambos sexos.
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Rosalía Jara Mellán (35) fue, en la primera 
cuarentena del 2020 , la víctima número 

13 de feminicidio durante el Estado de 
Emergencia; el año, sin embargo, registró 131 

casos. Por otro lado la Policía Nacional del 
Perú (pnp) registró 7,138 denuncias por delito 
de violación contra la libertad sexual, de las 

cuales el 44% (6714) tenían como víctima a 
una mujer y el 6% (424) a hombres.

Rosalia fue apuñalada por su esposo 
Golfredo Torres Silva, 26 años mayor que 

ella. Rosalía era madre de cinco hijos. 
Torres Silva, agricultor, se quitó la vida 

ahorcándose de un árbol. El drama familiar 
deja cinco víctimas más, los hijos de Rosalía 

y Golfredo. #YoMeQuedoEnCasa, 
por orientación de la oms, era el mandato 

que había cumplido Rosalía.

Confinadas también por la cuarentena, 
“Camila” de 17 años y su hermana de 

14, describieron que su madre y su novio 
cómplice, Juan Zapa Salazar (26), Teniente 

de Infantería, las habían estado drogando y 
violando. Ambas descubrieron que su madre 

las drogaba para grabar las agresiones 
sexuales, que después enviaba vía 

WhatsApp a su novio, situación de la cual 
dieron aviso a su padre, quien denunció el 

hecho. Luego de ser detenida por la policía, 
Jessica Hidalgo (38) declaró “hice eso a 

mis hijas para que mi pareja no me dejara”. 
#YoMeQuedoEnCasa, fue la disposición 

que las tres habían cumplido.
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Según informe del Ministerio de la Mujer, 

desde el inicio de la inmovilización obligatoria 

en marzo 2020 y al cierre de mayo, 12 muje-

res fueron víctimas de feminicidio y 17 habían 

sufrido tentativas. Los departamentos donde 

esta violencia de género se ha evidenciado 

son Arequipa, Huánuco, Callao, La Libertad, 

Apurímac, Lima, Junín, Piura e Ica. Los agre-

sores se encuentran con investigación preli-

minar y sólo los feminicidas están con prisión 

preventiva. Para el 9 de junio, la cifra de femi-

nicidios llegó a 20 feminicidios y se reporta-

ron 421 violaciones sexuales durante el esta-

do de emergencia.

En cuanto a las cifras de feminicidio el inei  

reportó 131 en el 2020, el Poder Juridicial (pj) 

reportó 278,627 denuncias y otorgó 230,568 

medidas de protección en el 2020. La Fiscalía 

de la Nación reportó un incremento de 212% 

(234,434) de denuncias por violencia contra 

la mujer e integrantes contra el grupo fami-

liar (vcmy if) en el 2020, ello debido princi-

palmente a los mecanismos digitados de 

denuncia implementados. Igualmente, en el 

contexto de Emergencia Sanitaria, los Cen-

tros de Emergencia Mujer (cem) atendieron 

114,495 casos a nivel nacional. De esas cifras, 

el 85.5% (997,926) corresponde a mujeres y 

14.5% (16569) a hombres (Resumen Ejecutivo, 

mimp, Julio 2021).

El incremento de estas denuncias en lo que 

va del año 2021 está vinculado a que hoy 

tienen una mayor visibilidad. Y si bien la ca-

pacidad del Estado para frenar esta violencia 

ha aumentado, en estos últimos años no ha 

tenido los resultados deseados. Ello obliga, 

si queremos disminuirla, a considerar otros 

elementos: por un lado, hay un subregistro de 

esta estadística (ya que no todas las agresio-

nes se denuncian); por otro existe lo que lla-

mamos una “carga adicional” que es la violen-

cia institucional del Estado y que se expresa 

en diferentes áreas y sectores como salud, 

seguridad y justicia, entre otros. Esta violencia 

se sustenta en una serie de prejuicios sociales, 

como la carga patriarcal y machista del propio 

sistema sexo-género prevaleciente en las re-

laciones que establecen jerarquías de poder.

Si bien el Estado procedió a endurecer pe-

nas, actuando fundamentalmente desde la 

lógica punitiva, ha descuidado visiblemente 

un enfoque preventivo, como consecuencia 

de una mirada conservadora que perpetúa la 

violencia contra la mujer e impide entender-

la como un fenómeno multidimensional y de 

carácter estructural.

Esta situación es lo que llamamos “la pande-

mia del patriarcado”, que solo podrá decons-

truirse con la incorporación a todo nivel del 

enfoque de igualdad de género, que requiere 

hoy también contrarrestar “el negacionismo“ 

de sectores ultra conservadores y fundamen-

talistas, que al igual que frente a la enferme-

dad del covid–19, pretende no vacunarse.
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La feminización de la pobreza y el 
covid-19

Las mujeres en esta cuarentena son también 

más pobres y vulnerables: el 35% de los ho-

gares peruanos según el inei es monoparental 

y dirigido por una mujer. Recién en la octava 

semana de la pandemia se habilitó el acceso 

al Bono Universal de pen 760. Está claro que 

aquél fue absolutamente insuficiente para los 

días de paralización económica y aislamiento 

obligatorio. La ausencia de contención econó-

mica fue el gran fracaso de esta cuarentena. 

Actualmente se ha ofrecido el Bono Yana-

pay cuyo monto es S/. 350 para el 2021 y se 

proyecta un nuevo Bono Yanapay para el año 

2022, igualmente la nueva Premier anuncia 

una transferencia de pen 70 mensuales  para 

trabajadores con ingresos menores de pen 

2,000; sin duda alguna con los más bajos sala-

rios están ubicadas las mujeres.

Las mujeres serán más pobres y trabajarán 

más debido a la imposición de los roles de 

género en las labores del hogar. Según la En-

cuesta del Uso del Tiempo que se aplicó en 

el Perú previa al covid-19, las horas semana-

les de tareas domésticas son el doble para 

las mujeres: 36 horas semanales versus 19 

para los varones. No hay a la fecha una nueva 

“Encuesta del Uso del Tiempo”. La distribu-

ción del tiempo incluye, además de cocinar, 

las tareas del cuidado de los hijos que dejan 

un balance inequitativo, más aún con la sus-

pensión obligatoria de clases, cuyo retorno 

se anuncia de manera presencial desde mar-

zo del 2022.

El covid-19 incrementa también la dificultad 

de acceder a métodos anticonceptivos, lo 

que traerá como consecuencia el incremen-

to de embarazos no planificados y muchas 

veces no deseados. Un informe de la oea 

señala que serían 18 millones las mujeres 

de América Latina y el Caribe que quedarían 

embarazadas.

El impacto laboral en mujeres será peor que 

en hombres, según la conclusión del repor-

te preparado por C. Ghezzi y A. de la Piedra, 

que concluye que el efecto de la crisis sobre 

el empleo –despidos y reducción de sueldos 

será mayor en ellas por tres razones: (i) los 

sectores más golpeados tienen una elevada 

participación de mujeres (turismo , restauran-

tes, retail y comercio); (ii) la desigualdad en 

tareas domésticas y cuidados familiares y (iii) 

la normalización lenta y engorrosa de las ac-

tividades productivas en los próximos meses 

que prevé el regreso de sectores poco inten-

sivos en la contratación de mujeres, como 

minería, industria y construcción.

La respuesta estatal

Frente todo a ello el Gobierno autorizó la 

transferencia de una partida de 37 millones al 

Poder Judicial para la lucha contra la violencia 
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contra la mujer, y la Corte Superior de Justicia 

de Lima lanzó una línea telefónica destinada 

a recibir denuncias. El programa aurora, del 

Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnera-

bles ha formado grupos itinerantes para asis-

tir a las víctimas de la violencia, a lo que se 

suma la campaña “Mascarillas Violetas”, que 

llama a las víctimas a no estar solas e incen-

tiva las denuncias. También fue aprobado el 

protocolo de funcionamiento para la reacti-

vación de comedores familiares que benefi-

ciarán a 700 mil usuarios.

Pese a este esfuerzo, el Estado peruano hasta 

ahora no puede dar cuenta de la efectividad 

de sus políticas de igualdad de género, tanto 

en lo que respecta al gasto social como en 

la atención específica a las situaciones que 

genera el covid-19 en relación con el género. 

En realidad se mantiene una brecha enorme 

entre lo que se dice y lo que se hace. Es evi-

dente que un cuerpo normativo, de tanta im-

portancia y tan profuso como el peruano, es 

insuficiente para garantizar la igualdad efec-

tiva o sustantiva.

Hoy, enfermeras, trabajadoras de la limpieza 

pública, trabajadoras del hogar, cajeras de 

los supermercados, vendedoras de centros 

de abastos y mercados, maestras a distan-

cia y en aulas, así como ambulantes en las 

calles, todas ellas con empleos feminiza-

dos por décadas, están en la primera línea 

enfrentando la crisis generada por las dos 

pandemias, en donde pocos tienen corona, 

y muchas tienen virus.

El New York Times calificó como una “pérdi-

da incalculable” las personas fallecidas por el 

covid-19 en ee.uu.; días antes el diario O’Glo-
bo de Brasil tituló “Éramos Nosotros”, seña-

lando que las víctimas no eran solo datos, 

sino también personas. En el caso peruano, 

debemos ir más allá y decir también “Éramos 

Nosotras”, por esas mujeres que, hoy como 

ayer, nos siguen faltando.
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A
ída Consuelo García-Naranjo Morales 

educadora, cantante y política peruana. 

Fue Ministra de la Mujer y Desarrollo 

Social durante el gobierno de Ollanta Humala. 

Se desempeñó como embajadora del Perú en 

Uruguay desde enero de 2012 hasta junio de 

2014. Desde febrero de 2012 es además la re-

presentante peruana ante el Mercosur y ante 

la Asociación Latinoamericana de Integración. 

Es autora de 14 libros, muchos de ellos sobre 

el feminismo en el Perú. Entre sus obras se 

encuentran “Nosotras las mujeres del Vaso 

de Leche”, “Construyendo la equidad: El futu-

ro como tarea”, “Hombres y mujeres de igual 

a igual”, “Mujer Peruana Situación Nacional”, 

“La plataforma nacional de la Mujer Peruana” 

y “Mujeres Notables 1900-2010”.

Sobre Aída García Naranjo Morales


